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1.  Disposiciones generales

 CONSEJERÍA DE HACIENDA 
Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

DECRETO-LEY 5/2010, de 27 de julio, por el que 
se aprueban medidas urgentes en materia de reordena-
ción del sector público.

A lo largo de los últimos años se ha producido una signifi-
cativa mejora de la dotación de infraestructuras y servicios pú-
blicos de Andalucía, asociada al largo periodo de crecimiento 
económico registrado por nuestra Comunidad Autónoma. Esta 
mejora en gran medida ha sido llevada a cabo por las entida-
des que integran el sector público andaluz.

No obstante, las actuales circunstancias económicas ha-
cen conveniente un proceso de reordenación con la finalidad 
de acomodarlo al nuevo escenario de las finanzas públicas. 
Este proceso de racionalización y reestructuración del sector 
público ya ha sido iniciado por la Junta de Andalucía, que ha 
puesto en marcha diversas iniciativas en las que se ha prio-
rizado la eficiencia en la gestión del gasto. El comienzo del 
mismo fue en el primer semestre de 2009 con la reorgani-
zación de diecisiete centros directivos de las distintas Conse-
jerías, y ha tenido continuidad con la supresión de dos Con-
sejerías mediante Decreto del Presidente 14/2010, de 22 de 
marzo, sobre reestructuración de Consejerías.

El presente Decreto-Ley supone un paso más dentro de 
este proceso, dando respuesta al Acuerdo Marco con las Co-
munidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía 
sobre Sostenibilidad de las Finanzas Públicas para el periodo 
2010-2013, adoptado en el seno del Consejo de Política Fiscal 
y Financiera el 22 de marzo de 2010, a raíz de la Actualización 
del Plan de Estabilidad y Crecimiento 2010-2013. Un Acuerdo 
Marco en el que se plasma el compromiso presupuestario de 
las Comunidades Autónomas de que el déficit del conjunto de 
las Administraciones Públicas se sitúe en el 3 por ciento del 
PIB en el año 2013. 

La situación de inestabilidad financiera observada en los 
mercados estos últimos meses obligó, asimismo, a adelantar 
la reducción de los objetivos de déficit y a adoptar medidas 
adicionales de consolidación fiscal al objeto de restaurar el 
nivel de confianza y reforzar el compromiso del conjunto del 
Estado con la reconducción de los desequilibrios fiscales.

En este sentido se pronunció el Consejo de Política Fiscal 
y Financiera el pasado 15 de junio aprobando la modificación 
del Acuerdo Marco del 22 de marzo, resaltando la necesidad 
de avanzar en este compromiso y utilizar la reestructuración 
el sector público de forma que pudieran obtenerse ganancias 
de eficiencia, contención del gasto y ahorro orientados a la 
mejora de los servicios públicos.

En el conjunto y en cada una de las medidas que se adop-
tan concurren, por la naturaleza y finalidad de las mismas, 
las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad que 
exige el artículo 110 del Estatuto de Autonomía para Anda-
lucía como presupuesto habilitante para la aprobación de un 
Decreto-Ley.

En efecto, este proceso de reordenación del sector público 
no sólo persigue una mayor racionalización del gasto, sino que 
además se dirige a incrementar la eficiencia en la prestación 
de servicios a los ciudadanos y ciudadanas de Andalucía. 

Para hacer efectivos estos objetivos, se lleva a cabo un 
ejercicio responsable de gobernanza orientado a la consecu-
ción de un sector público más sólido y eficaz, con capacidad 
de contribuir en el corto y medio plazo a la recuperación eco-
nómica y, en el largo, a la consolidación de un nuevo modelo 
de crecimiento para la economía andaluza, basado en la inno-

vación y la sostenibilidad. En último término, este proceso de 
racionalización ha de conseguir que el sector público se con-
vierta en un agente económico ágil y cercano a la ciudadanía 
y al tejido productivo.

Todo ello, con el fin de obtener una mejor prestación de 
los servicios públicos para la ciudadanía andaluza, desde el 
convencimiento de que ello sólo es posible desde el valor aña-
dido que aporta lo público y el empleo público.

En efecto, Andalucía cuenta, como uno de los motores 
de su progreso, con el alto nivel de formación, compromiso y 
aplicación de sus empleados públicos para la consecución de 
los objetivos que marcan los intereses generales de la ciuda-
danía andaluza. El cotidiano desempeño por cada uno de los 
trabajadores y trabajadoras del sector público andaluz de las 
funciones encomendadas, ha sido razón esencial para alcan-
zar las cotas de prestación de servicios públicos que actual-
mente disfrutan los andaluces y andaluzas. Por ello, el pro-
ceso de reordenación del sector público andaluz que vertebra 
el presente Decreto-Ley incide en la estricta reordenación de 
las estructuras, optimizando las nuevas formas organizativas, 
pero asentando, a la vez, el empleo público. En suma, se opta 
por un modelo público de prestación de servicios, rechazando 
otros modelos liberalizadores que inciden esencialmente en la 
privatización de la prestación de tales servicios.

En unos términos más concretos, debe señalarse que 
este Decreto-Ley gira en torno a cuatro ideas esenciales. En 
primer lugar, modifica la Ley de la Administración de la Junta 
de Andalucía en determinados preceptos relativos a la ordena-
ción de las entidades instrumentales, y de forma muy especial 
a las agencias públicas empresariales. 

En este sentido, recientes modificaciones de la normativa 
básica estatal, fundamentalmente en materia de contratos del 
sector público y del Estatuto Básico del Empleado Público, 
aconsejan distinguir dos tipos de agencias públicas empresa-
riales. El primero de ellos, referido a aquellas entidades que 
se dirigen a la producción de bienes y servicios en régimen de 
libre mercado. En cuanto al segundo, a aquellas que ejercen 
competencias propias o programas propios de la Consejería 
matriz a través de actividades de promoción pública, prestacio-
nales, gestión de servicios o producción de bienes de interés 
público, sean o no susceptibles de contraprestación. El marco 
jurídico de las primeras será el derecho privado, mientras que 
en el caso de las segundas es el derecho administrativo o pri-
vado, según su particular gestión empresarial así lo requiera. 
En esta segunda tipología de agencias públicas empresariales 
adquiere una especial significación su posición de jerarquía en 
las relaciones contractuales, constituyéndose como Adminis-
tración Pública, con ejercicio de prerrogativas en la ejecución y 
extinción de los contratos públicos. 

Igualmente debe destacarse que se califican las agencias 
de régimen especial como las que ejercen una autoridad que 
requiera de especialidades en su régimen jurídico en la realiza-
ción de las actividades propias de las agencias administrativas. 

Con estas modificaciones de carácter estructural se pre-
tende la creación de un esquema organizativo más acorde con 
las razones propias de la creación de cada una de las entida-
des instrumentales de la Junta de Andalucía, lo que permitirá 
una mayor eficacia y eficiencia en la realización de sus funcio-
nes o fines, siempre en beneficio de la ciudadanía de Andalu-
cía. De manera muy particular, el ejercicio de prerrogativas en 
el campo de la contratación administrativa permite la mejor 
defensa de los intereses públicos.

En segundo lugar, el Decreto-Ley incrementa la gober-
nanza del ejecutivo andaluz sobre determinadas decisiones es-
tratégicas de las entidades instrumentales, esencialmente en 
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la adquisición de participaciones en otras entidades públicas o 
privadas y en la política de sedes administrativas. Para ello se 
modifican determinados preceptos de la Ley de la Administra-
ción de la Junta de Andalucía y de la Ley del Patrimonio de la 
Comunidad Autónoma.

En relación con la posibilidad de enajenación de inmue-
bles del Patrimonio de la Comunidad Autónoma con reserva 
de uso temporal, la urgencia se justifica por el hecho de po-
der implantar un sistema y modelo, que permitan una mayor 
eficiencia en la gestión de los recursos públicos y, en conse-
cuencia, una mayor racionalización del gasto. En este sentido, 
se posibilita la aplicación de fórmulas de gestión que han sido 
contrastadas tanto en el ámbito privado como en el de otras 
Administraciones Públicas.

El tercero de los bloques del Decreto-Ley contempla de-
terminados supuestos de creación, modificación o extinción 
de una serie de agencias, a partir de preexistentes entidades 
instrumentales, públicas o privadas. Se produce con ello la 
efectiva reordenación del sector público andaluz, de manera 
congruente con el esquema organizativo antes descrito. Estas 
medidas sectoriales de reordenación de entidades instrumen-
tales, afectan a sectores tan relevantes como el del sistema 
andaluz del conocimiento, de la obra pública, de empleo, sani-
tario, agrario y pesquero, de los servicios sociales, de cultura 
y de medio ambiente.

En cuarto lugar, se incluye un conjunto de medidas para 
la dinamización del patrimonio agrario de Andalucía, relativas a 
los bienes del Instituto Andaluz de Reforma Agraria. Existen ra-
zones de extraordinaria y urgente necesidad por las que se justi-
fica la inclusión de estas medidas dentro del presente Decreto-
Ley.

De un lado, como expresamente se recoge en la deno-
minación del Capítulo III del Decreto-Ley, se trata de medidas 
que tienen por objeto la dinamización del patrimonio agrario 
de Andalucía, la puesta en valor de un patrimonio en algu-
nos casos infrautilizado, que puede servir como elemento ge-
nerador de riqueza en un sector, el agrario, que requiere de 
la adopción urgente de todas aquellas medidas tendentes a 
paliar los efectos de una crisis económica que también deja 
notar gravemente sus efectos en la agricultura.

Por otro lado, la aprobación de estas medidas no solo se 
traduce en la pretendida dinamización del sector agrario, sino 
que forma parte del paquete de medidas de carácter econó-
mico de la Junta de Andalucía para hacer frente a la situación 
de crisis económica, puesto que supondrá tanto la generación 
de un considerable volumen de ingresos para la Administra-
ción autonómica, consecuencia de la percepción del valor de 
enajenación de los bienes propiedad del IARA que se transfie-
ran a sus actuales concesionarios, como la puesta a disposi-
ción de la propia Administración de un importante patrimonio.

A ello hay que sumar que estas medidas están ineludible-
mente relacionadas con la supresión del IARA, medida con-
templada también en este Decreto-Ley como parte de la reor-
denación del sector público encaminada a la obtención de una 
mayor racionalización del gasto público, objetivo que, sin discu-
sión, requiere de la adopción de medidas extraordinarias y ur-
gentes. De esta forma, buena parte de los medios y funciones 
del extinto IARA pasarán a ser absorbidos por la Agencia de 
Gestión Agraria y Pesquera de Andalucía prevista en el artícu-
lo 11 de este Decreto-Ley, de acuerdo con lo que determinen 
sus estatutos. 

Por último cabe indicar que, en su técnica legislativa, en 
aquellos casos en que se modifica normativa preexistente, el 
presente Decreto-Ley opta por la reproducción de la nueva re-
dacción íntegra del precepto o de los apartados del mismo 
que se modifican. Con ello se pretende lograr una mayor fa-
cilidad en su aplicación, dando preponderancia a su carácter 
didáctico sobre la mayor extensión del mismo.

Por todo ello, en ejercicio de la facultad concedida por el 
artículo 110 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, a pro-
puesta de la Consejera de Hacienda y Administración Pública, 
y previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión 
del día 27 de julio de 2010,

D I S P O N G O

CAPÍTULO I

Normas generales de organización

Artículo 1. Modificación de la Ley 9/2007, de 22 de octu-
bre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

La Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de 
la Junta de Andalucía, queda modificada como sigue:

Uno. Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 50, con la 
siguiente redacción: 

«3. Corresponde a la Consejería competente en materia 
de Hacienda, en el ámbito de sus competencias específicas, 
el control económico-financiero del sector público andaluz, 
así como la emisión de informes, y en su caso las autoriza-
ciones, en relación con la creación, alteración y supresión de 
las entidades instrumentales de la Administración de la Junta 
de Andalucía y los consorcios a que se refiere el artículo 12 
de esta Ley. En especial, corresponde a dicha Consejería el 
informe preceptivo para perfeccionar negocios de disposición 
o administración que impliquen la ubicación de sedes y subse-
des de los consorcios a que se refiere el artículo 12.3 y de las 
entidades instrumentales de la Junta de Andalucía, así como 
para destinar inmuebles a los citados usos.»

Dos. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 52, con la 
siguiente redacción: 

«4. Se requerirá autorización del Consejo de Gobierno 
para cualquier fórmula de participación no reglada en entida-
des por parte de las Consejerías o entidades instrumentales 
de la Administración de la Junta de Andalucía, distinta de las 
previstas en la legislación sectorial o en la presente Ley.»

Tres. El artículo 56.1 queda redactado como sigue:
«1. La creación de las agencias administrativas y públicas 

empresariales se efectuará por ley, que establecerá:

a) El tipo de entidad que se crea, con indicación de sus 
fines.

b) Las peculiaridades de sus recursos económicos, de su 
régimen personal y fiscal y cualesquiera otras que, por su na-
turaleza, exijan norma con rango de ley.

Los estatutos de las agencias administrativas y públicas 
empresariales se aprobarán por decreto del Consejo de Go-
bierno, a propuesta de la persona titular de la Consejería com-
petente por razón de la materia y previo informe de las Con-
sejerías competentes en materia de Administración Pública y 
de Hacienda.

La adscripción de las agencias administrativas y públicas 
empresariales a una o varias Consejerías o a una agencia se 
efectuará por decreto del Consejo de Gobierno.»

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 2 al artículo 57, pa-
sando el actual 2 a ser apartado 3, con la siguiente redacción: 

«2. Las personas titulares de los máximos órganos direc-
tivos a que se refiere el párrafo a) del apartado anterior, ejerce-
rán las funciones que les atribuyan los estatutos de la agencia, 
cualquiera que sea el régimen jurídico de vinculación de las 
referidas personas.»

Cinco. El artículo 59 queda redactado como sigue:
«Artículo 59. Modificación y refundición.
1. La modificación o refundición de las agencias deberá 

producirse por ley cuando suponga alteración de sus fines, del 



Página núm. 8 BOJA núm. 147 Sevilla, 28 de julio 2010

tipo de entidad o de las peculiaridades relativas a los recur-
sos económicos, al régimen del personal, patrimonial o fiscal y 
cualesquiera otras que exijan norma con rango de ley.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, 
la modificación o refundición de las agencias por razones de 
eficacia, eficiencia y de economía del gasto público en la apli-
cación de los recursos del sector público, aun cuando suponga 
alteración de sus fines o del tipo de entidad, se llevará a cabo 
por decreto del Consejo de Gobierno, previo informe de las 
Consejerías competentes en materia de Hacienda y de Admi-
nistración Pública.

3. El resto de las modificaciones o refundiciones se lle-
varán a cabo por decreto del Consejo de Gobierno, previo in-
forme de las Consejerías competentes en materia de Hacienda 
y de Administración Pública.» 

Seis. El artículo 62 queda redactado como sigue:
«Artículo 62. Contratación.
1. El régimen de contratación de las agencias, salvo 

las agencias públicas empresariales previstas en el artícu-
lo 68.1.a), será el establecido para las Administraciones Públi-
cas en la legislación de contratos del sector público.

El régimen de contratación de las agencias a que se re-
fiere el artículo 68.1.a) se regirá por las previsiones contenidas 
en la legislación de contratos del sector público respecto de 
las entidades que, sin tener el carácter de Administraciones 
Públicas, tienen la consideración de poderes adjudicadores. 

2. Los estatutos de la agencia determinarán su órgano 
de contratación, pudiendo fijar la persona titular de la Conse-
jería a que se halle adscrita la cuantía a partir de la cual será 
necesaria su autorización para la celebración de los contra-
tos, salvo que dicha autorización corresponda al Consejo de 
Gobierno.»

Siete. Se modifica el apartado 3 del artículo 65, que 
queda redactado como sigue:

«3. Las agencias administrativas se adscriben a una Con-
sejería, a la que corresponde la dirección estratégica, la eva-
luación y el control de los resultados de su actividad en los 
términos previstos en el artículo 63 de esta Ley. Excepcional-
mente pueden adscribirse a otra agencia administrativa cuyo 
objeto consista en la coordinación de varias de ellas.»

Ocho. El artículo 68 queda redactado como sigue:
«Artículo 68. Concepto.
1. Las agencias públicas empresariales son entidades pú-

blicas a las que se atribuye la realización de actividades presta-
cionales, la gestión de servicios o la producción de bienes de in-
terés público sean o no susceptibles de contraprestación, y que 
aplican técnicas de gestión empresarial en ejecución de com-
petencias propias o de programas específicos de una o varias 
Consejerías, en el marco de la planificación y dirección de éstas. 
Las agencias públicas empresariales pueden ser de dos tipos:

a) Aquellas que tienen por objeto principal la producción, 
en régimen de libre mercado, de bienes y servicios de interés 
público destinados al consumo individual o colectivo mediante 
contraprestación.

b) Aquellas que tienen por objeto, en ejecución de com-
petencias propias o de programas específicos de una o varias 
Consejerías y en el marco de la planificación y dirección de és-
tas, la realización de actividades de promoción pública, presta-
cionales, de gestión de servicios o de producción de bienes de 
interés público, sean o no susceptibles de contraprestación, 
sin actuar en régimen de libre mercado.

2. Las agencias públicas empresariales se adscriben a 
una o varias Consejerías. Excepcionalmente pueden adscri-
birse a una agencia cuyo objeto además consista en la coordi-
nación de varias de ellas. Asimismo, se podrán aplicar técni-

cas de coordinación funcional entre varias agencias públicas 
empresariales que compartan la misma adscripción orgánica, 
a través de órganos o unidades horizontales.»

Nueve. El artículo 69 queda redactado como sigue:
«Artículo 69. Régimen jurídico y ejercicio de potestades 

administrativas.
1. Las agencias públicas empresariales a que hace refe-

rencia el párrafo a) del apartado 1 del artículo 68 se rigen por 
el Derecho Privado, excepto en las cuestiones relacionadas 
con la formación de la voluntad de sus órganos y con el ejerci-
cio de las potestades administrativas que tengan atribuidas y 
en los aspectos específicamente regulados en esta Ley, en sus 
estatutos, en la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta 
de Andalucía y demás disposiciones de general aplicación.

Las agencias públicas empresariales a que hace referen-
cia el párrafo b) del apartado 1 del artículo 68 se rigen por el 
Derecho Administrativo en las cuestiones relacionadas con la 
formación de la voluntad de sus órganos y con el ejercicio de 
las potestades administrativas que tengan atribuidas y en los 
aspectos específicamente regulados en esta Ley, en sus esta-
tutos, en la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de 
Andalucía y demás disposiciones de general aplicación. En los 
restantes aspectos se regirán por el Derecho Administrativo o 
por el Derecho Privado según su particular gestión empresa-
rial así lo requiera.

2. Las agencias públicas empresariales ejercerán única-
mente las potestades administrativas que expresamente se les 
atribuyan y sólo pueden ser ejercidas por aquellos órganos a los 
que en los estatutos se les asigne expresamente esta facultad. 
No obstante, a los efectos de esta Ley, los órganos de las agen-
cias públicas empresariales no son asimilables en cuanto a su 
rango administrativo al de los órganos de la Administración de la 
Junta de Andalucía, salvo las excepciones que, a determinados 
efectos, se fijen, en cada caso, en sus estatutos.

3. En el caso de que se trate de funciones que impliquen 
la participación directa o indirecta en el ejercicio de las potes-
tades públicas o en la salvaguarda de los intereses generales 
que deban corresponder exclusivamente a personal funciona-
rio de acuerdo con la legislación aplicable en materia de fun-
ción pública, podrá llevarlas a cabo, bajo la dirección funcional 
de la agencia pública empresarial, el personal funcionario per-
teneciente a la Consejería o la agencia administrativa a la que 
esté adscrita. A tal fin, podrán configurarse en la relación de 
puestos de trabajo correspondiente las unidades administra-
tivas precisas, que dependerán funcionalmente de la agencia 
pública empresarial.

La dependencia de este personal supondrá su integración 
funcional en la estructura de la agencia, con sujeción a las 
instrucciones y órdenes de servicio de los órganos directivos 
de la misma, quienes ejercerán las potestades que a tal efecto 
establece la normativa general. El decreto por el que se aprue-
ben los estatutos de la agencia contendrá las prescripciones 
necesarias para concretar el régimen de dependencia fun-
cional, especialmente en relación con el sistema de recursos 
administrativos, jornada y horario de trabajo, retribuciones en 
concepto de evaluación por desempeño y ejercicio de la potes-
tad disciplinaria. 

Las agencias públicas empresariales podrán llevar a cabo 
a través de su personal, cualquiera que sea su forma de vin-
culación, de forma directa, funciones complementarias y de in-
vestigación y auxilio de las potestades públicas atribuidas, en-
tre otras las de autotutela y recuperación del dominio público, 
sancionadora, expropiatoria, de fe pública y de todas aquellas 
reservadas a personal funcionario.»

Diez. El artículo 71 queda redactado como sigue:
«Artículo 71. Concepto y régimen jurídico.
1. Las agencias de régimen especial son entidades pú-

blicas a las que se atribuye cualesquiera de las actividades 
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mencionadas en el artículo 65.1 de esta Ley, siempre que se 
les asignen funciones que impliquen ejercicio de autoridad que 
requieran especialidades en su régimen jurídico.

2. Las agencias de régimen especial se rigen por el Dere-
cho Administrativo, sin perjuicio de la aplicación del Derecho 
Privado en aquellos ámbitos en que su particular gestión así 
lo requiera. En todo caso se rigen por Derecho Administrativo 
en las cuestiones relacionadas con la formación de la voluntad 
de sus órganos y con el ejercicio de las potestades administra-
tivas que tengan atribuidas y en los aspectos específicamente 
regulados en esta Ley, en sus estatutos, en la Ley General de 
la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía y demás disposi-
ciones de general aplicación.

3. Las agencias de régimen especial se adscriben a la 
Consejería competente por razón de la materia. Excepcional-
mente pueden adscribirse a una agencia administrativa o de 
régimen especial cuyo objeto consista en la coordinación de 
varias de ellas.»

Once. El artículo 74.1 queda redactado como sigue:
«1. El personal de las agencias de régimen especial podrá 

ser funcionario, que se regirá por la normativa aplicable en 
materia de función pública, y personal sujeto a Derecho Labo-
ral. Las funciones que impliquen ejercicio de autoridad serán 
desempeñadas por personal funcionario.»

Doce. El artículo 78.2 queda redactado como sigue: 
«2. El personal al servicio de las fundaciones del sector 

público andaluz se rige por el Derecho Laboral. El nombra-
miento del personal no directivo irá precedido de convocatoria 
pública y de los procesos selectivos correspondientes basados 
en los principios de igualdad, mérito y capacidad.»

Trece. El artículo 82.1 queda redactado como sigue:
«1. En todas las Consejerías de la Junta de Andalucía 

existirá un registro general y los registros auxiliares que se 
establezcan. Asimismo, en las agencias administrativas, en 
las agencias de régimen especial, en las Delegaciones del Go-
bierno de la Junta de Andalucía, en las Delegaciones Provin-
ciales de las Consejerías y en los órganos de ámbito inferior 
a la provincia que, en su caso, se creen existirá un registro 
general o un registro de carácter auxiliar.

Reglamentariamente se establecerán los días y horarios 
en que deberán permanecer abiertas las oficinas de registro 
dependientes de la Administración de la Junta de Andalucía.»

Catorce. La disposición adicional primera queda redac-
tada como sigue:

«Disposición adicional primera. Registro en entidades de 
Derecho Público.

Las agencias públicas empresariales y el resto de enti-
dades de Derecho Público que no tengan la consideración de 
agencia administrativa o de régimen especial dispondrán de 
oficinas de registro cuando, de acuerdo con su norma regu-
ladora, tengan atribuido el ejercicio de potestades administra-
tivas que requieran la existencia de dichos órganos. En este 
supuesto, la Consejería o la agencia a la que esté adscrita la 
agencia pública empresarial ubicará en sus dependencias los 
registros auxiliares que se estimen necesarios.»

Quince. Los apartados 2, 3 y 4 de la disposición transito-
ria única quedan redactados como sigue:

«2. La adecuación prevista en el apartado anterior se lle-
vará a cabo por decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta 
conjunta de las Consejerías competentes en materia de Admi-
nistración Pública y de Hacienda, de acuerdo con la persona 
titular de la Consejería de la que dependan las entidades afec-
tadas, en los siguientes casos:

a) Adecuación de los actuales organismos autónomos, 
cualquiera que sea su carácter, al régimen de las agencias 
administrativas previsto en esta Ley, con la posibilidad de re-
fundición en una o varias agencias administrativas por área de 
actividad. 

b) Adecuación de las entidades de Derecho Público crea-
das al amparo del artículo 6.1.b) de la Ley General de la Ha-
cienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía al ré-
gimen de las agencias públicas empresariales previsto en esta 
Ley, con la posibilidad de refundición en una o varias agencias 
públicas empresariales por área de actividad.

Cuando la norma de adecuación incorpore peculiaridades 
respecto al régimen general de cada tipo de entidad, la ade-
cuación se producirá por ley.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, 
cuando concurran las circunstancias previstas en la Sección 
4.ª del Capítulo II del Título III de esta Ley, el Consejo de Go-
bierno, a propuesta conjunta de las personas titulares de las 
Consejerías competentes en materia de Administración Pú-
blica y de Hacienda, podrá adecuar los actuales organismos 
autónomos al régimen de las agencias de régimen especial.

4. El Consejo de Gobierno podrá también acordar la su-
presión de los organismos autónomos y de las entidades de 
Derecho Público creadas al amparo del artículo 6.1.b) de la 
Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, por no reunir los requisitos previstos en 
el Título III de esta Ley o por razones de eficacia y eficiencia 
en la aplicación de los recursos del sector público andaluz, o 
decidir su mantenimiento, hasta la concurrencia de las causas 
de extinción previstas en su artículo 60. El decreto de supre-
sión de organismos autónomos podrá acordar la integración 
de los órganos y unidades administrativas del organismo au-
tónomo en un servicio administrativo con gestión diferenciada 
de los previstos en el artículo 15 de esta Ley, en una agencia 
administrativa o en una Consejería. El decreto de supresión de 
las entidades de Derecho Público podrá acordar la integración 
total o parcial de su estructura en una agencia pública empre-
sarial.

Dicho decreto establecerá las medidas aplicables en 
materia de personal, presupuestos y tesorería, y acordará la 
integración de los bienes del organismo autónomo en el patri-
monio de la Comunidad Autónoma y los de las entidades de 
Derecho Público en el patrimonio de la agencia pública empre-
sarial en la que se integre.»

Artículo 2. Modificación de la Ley 4/1986, de 5 de mayo, 
del Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

La Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, queda modificada como sigue:

Uno. El artículo 82 queda redactado del siguiente modo:
«Artículo 82.
1. Se requerirá autorización del Consejo de Gobierno, a 

propuesta del titular de la Consejería competente por razón 
del objeto de la entidad y previo informe de las Consejerías con 
competencias en materia de Economía y de Hacienda, para la 
creación de entidades privadas, así como para la adquisición 
de acciones o participaciones en las mismas, cuando con ello 
la Comunidad Autónoma de Andalucía pase a constituirse en 
partícipe mayoritario directa o indirectamente.

Se requerirá autorización de la Consejería con competen-
cia en materia de Economía, con comunicación a la Consejería 
con competencia en materia de Hacienda, para la adquisición 
de acciones o participaciones no mayoritarias en entidades de 
Derecho Privado. 

2. Cuando los mismos actos se lleven a cabo por entida-
des dependientes de la Comunidad Autónoma, será de aplica-
ción lo establecido en el apartado anterior, si bien la compe-
tencia para autorizar gastos corresponderá al órgano que la 



Página núm. 10 BOJA núm. 147 Sevilla, 28 de julio 2010

Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía 
establezca.

3. Las adquisiciones referidas en este precepto se harán 
en Bolsa siempre que fuera posible.»

Dos. Se añade un nuevo artículo 88.bis con la siguiente 
redacción:

«Artículo 88.bis.
Podrá acordarse la enajenación de bienes inmuebles del 

Patrimonio de la Comunidad Autónoma con reserva del uso 
temporal de los mismos, total o parcial, cuando por razones 
debidamente justificadas resulte conveniente para el interés 
público y así lo autorice el Consejo de Gobierno. Esta utiliza-
ción temporal podrá instrumentarse a través de la celebración 
de contratos de arrendamiento, de corta o larga duración, o 
cualesquiera otros que habiliten para el uso de los bienes ena-
jenados, simultáneos al negocio de enajenación y sometidos a 
las mismas normas de competencia y procedimiento que éste. 
Se exigirá autorización por norma con rango de ley cuando el 
importe del bien sea superior a veinte millones de euros.

Lo previsto en el párrafo anterior podrá también aplicarse 
a los bienes inmuebles pertenecientes a Entidades públicas 
dependientes de la Comunidad Autónoma.»

Tres. La disposición adicional segunda queda redactada 
del siguiente modo:

«Disposición adicional segunda.
Se considerarán bienes de dominio público aquellos in-

muebles que se destinen a oficinas o servicios administrativos 
de la Junta de Andalucía o de cualquiera de sus entidades ins-
trumentales de Derecho Público.

No obstante lo establecido en el párrafo anterior, la autori-
zación por parte del Consejo de Gobierno para la enajenación 
de los citados bienes les atribuye la condición de bienes patri-
moniales y resultan alienables, sin necesidad de previa decla-
ración de alienabilidad. Se exigirá autorización por norma con 
rango de ley cuando el importe del bien sea superior a veinte 
millones de euros.»

CAPÍTULO II

Medidas sectoriales de organización

Sección 1.ª Medidas de organización en el Sistema Andaluz 
del Conocimiento

Artículo 3. Modificación de la Ley 16/2007, de 3 de di-
ciembre, Andaluza de la Ciencia y el Conocimiento.

Se modifica el artículo 27.1 de la Ley 16/2007, de 3 de di-
ciembre, Andaluza de la Ciencia y el Conocimiento, que queda 
redactado como sigue:

«1. Se crea, con la denominación de Agencia Andaluza del 
Conocimiento, una agencia pública empresarial de las previs-
tas en el artículo 68.1.b) de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, 
de la Administración de la Junta de Andalucía, adscrita a la 
Consejería o Consejerías que se establezca por el Consejo de 
Gobierno, a la que le corresponde ejercer las competencias de 
evaluación y acreditación de las actividades universitarias; y de 
fomento, gestión, evaluación y acreditación de las actividades 
de investigación, desarrollo e innovación entre los agentes del 
Sistema Andaluz del Conocimiento. Le corresponde también 
prestar servicios para la tramitación y ejecución de programas 
y actuaciones vinculadas a la formación avanzada, al fomento 
de la innovación o a programas de formación de universita-
rios y universitarias en otras regiones y países. Asimismo, le 
corresponde el fomento de la innovación tecnológica en Anda-
lucía, transfiriendo conocimiento a través de los Agentes del 
Conocimiento y de la participación de las empresas y de di-
chos Agentes en los programas I+D+I de la Unión Europea.»

Artículo 4. Subrogación.
1. De conformidad con la disposición transitoria única 

de la Ley 16/2007, de 3 de diciembre, la Agencia Andaluza 
del Conocimiento, desde la entrada en vigor de sus Estatutos, 
quedará subrogada en todas las relaciones jurídicas, derechos 
y obligaciones de los que es titular el organismo autónomo 
Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acreditación 
Universitaria. La extinción de esta última entidad tendrá efec-
tos a partir de la referida fecha.

Los bienes de la Agencia Andaluza de Evaluación de la 
Calidad y Acreditación Universitaria se incorporarán al Patri-
monio de la Comunidad Autónoma. Sin perjuicio de lo anterior, 
para la mejor gestión de dichos bienes se podrán adscribir a la 
Agencia Andaluza del Conocimiento.

2. A la Agencia Andaluza del Conocimiento, desde la en-
trada en vigor de sus Estatutos, se le adscribirán las acciones 
de la Sociedad para el Impulso del Talento, TALENTIA, S.L.U. 
y del Centro de Innovación y Transferencia de Tecnología de 
Andalucía, S.A.U.; y quedará subrogada en todas las relacio-
nes jurídicas, bienes, derechos y obligaciones de los que son 
titulares las citadas entidades.

3. La extinción de la Sociedad para el Impulso del Talento, 
TALENTIA, S.L.U. y del Centro de Innovación y Transferencia 
de Tecnología de Andalucía, S.A.U. se tramitará de acuerdo 
con el artículo 50.2 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

Sección 2.ª Medidas de organización en el sector
de la obra pública

Artículo 5. Adaptación y transformación de Ferrocarriles 
de la Junta de Andalucía.

1. Ferrocarriles de la Junta de Andalucía adoptará la con-
figuración de agencia pública empresarial de las previstas en 
el artículo 68.1.b) de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, y se 
denominará, desde la entrada en vigor de este Decreto-Ley, 
Agencia de Obra Pública de la Junta de Andalucía, debiendo 
entenderse actualizadas con la nueva denominación todas las 
disposiciones normativas que se refieran a la citada entidad 
pública.

La Agencia de Obra Pública de la Junta de Andalucía se 
adscribirá a la Consejería competente en materia de obras 
públicas.

Se regirá por lo dispuesto en el presente Decreto-Ley, por 
la Ley 9/2007, de 22 de octubre sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 31 de la Ley 2/2003, de 12 de mayo, de Ordena-
ción de los Transportes Urbanos y Metropolitanos de Viajeros 
en Andalucía, por sus Estatutos, por la Ley General de la Ha-
cienda Pública de la Junta de Andalucía, aprobada por Decreto 
Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, y por la demás normativa 
de aplicación.

2. Se atribuye a la Agencia de Obra Pública de la Junta 
de Andalucía: 

a) Sobre las infraestructuras viarias y ferroviarias que 
determine la persona titular de la Consejería competente en 
materia de obras públicas, las competencias de construcción, 
conservación, mantenimiento y explotación, pudiendo llevarse 
a cabo mediante la celebración de los contratos previstos en 
la legislación de contratos del sector público, incluidos los mo-
delos de colaboración público-privada en la financiación de 
infraestructuras públicas.

b) La tramitación y aprobación de los estudios de viabili-
dad, estudios, documentos técnicos y proyectos de carreteras 
y ferrocarriles que hayan sido atribuidos conforme al párrafo 
a) anterior, salvo que otra cosa se establezca por la persona 
titular de la Consejería competente en materia de obras públi-
cas en la Orden de atribución.

c) El desarrollo y gestión de actividades y de 
infraestructuras de obra pública y equipamiento público que le 
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fueran encomendados por las distintas Consejerías, rigiéndose 
por la normativa sectorial aplicable en cada caso.

Artículo 6. Subrogación.
1. La Agencia de Obra Pública de la Junta de Andalu-

cía quedará subrogada en todas las relaciones jurídicas, bie-
nes, derechos y obligaciones de los que es titular Gestión de 
Infraestructuras de Andalucía, S.A. desde la fecha en que se 
acuerde su disolución.

2. El proceso de adaptación de los Estatutos de la Agen-
cia de Obra Pública de la Junta de Andalucía se tramitará si-
multáneamente a la extinción de Gestión de Infraestructuras 
de Andalucía, S.A., de acuerdo con el artículo 50.2 de la Ley 
9/2007, de 22 de octubre.

Artículo 7. Modificación de la Ley 2/2003, de 12 de mayo, 
de Ordenación de los Transportes Urbanos y Metropolitanos 
de Viajeros en Andalucía.

Se modifica la Ley 2/2003, de 12 de mayo, de Ordena-
ción de los Transportes Urbanos y Metropolitanos de Viajeros 
en Andalucía, en los siguientes términos: 

Uno. El apartado 2 del artículo 30 queda redactado como 
sigue:

«2. Son fines generales de la Agencia de Obra Pública 
de la Junta de Andalucía servir como instrumento para el de-
sarrollo de las políticas del Consejo de Gobierno en materia 
de infraestructuras de transporte, incluyendo la construcción 
y explotación de carreteras, ferrocarriles y servicios de trans-
porte mediante ferrocarril, y en general las infraestructuras de 
obra pública y equipamientos públicos. La Agencia de Obra 
Pública de la Junta de Andalucía podrá realizar actividades y 
ejercer las competencias en materia de explotación de servi-
cios públicos cuando resulte indispensable para el desarrollo y 
financiación de los fines generales indicados.

De acuerdo con estos fines de la Agencia de Obra Pública 
de la Junta de Andalucía, en estas materias ejercerá y desa-
rrollará las competencias, funciones y actuaciones que le sean 
atribuidas por el Consejo de Gobierno en los términos y con el 
alcance previsto en dicha atribución, o que sea encomendada 
su gestión por la Consejería competente en materia de obra 
pública o por otras Consejerías y agencias, cada una en el 
ámbito de sus competencias.»

Dos. Los párrafos segundo y tercero del apartado 3 del 
artículo 31 quedan redactados como sigue:

«Corresponde la Presidencia de la Agencia de Obra Pú-
blica de la Junta de Andalucía a la persona titular de la Conse-
jería competente en materia de obras públicas.

El Consejo Rector será el máximo órgano de gobierno y 
dirección y estará integrado por la persona titular de la Presi-
dencia de la Agencia, quien ostentará la Presidencia del Con-
sejo, y las personas nombradas por el Consejo de Gobierno, a 
propuesta de la persona titular de la Consejería competente 
en materia de obras públicas.»

Sección 3.ª Medidas de organización en materia de empleo

Artículo 8. Adaptación del Servicio Andaluz de Empleo.
1. El Servicio Andaluz de Empleo adoptará la configuración 

de agencia de régimen especial de las previstas en el artícu-
lo 54.2.c) de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, a partir de la 
entrada en vigor del presente Decreto-Ley.

Se regirá por lo dispuesto en este Decreto-Ley; por la Ley 
9/2007, de 22 de octubre; por la Ley 4/2002, de 16 de di-
ciembre, de creación del Servicio Andaluz de Empleo y por 
sus Estatutos, en lo que no se opongan a aquella, por la Ley 
General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía y por 
la restante normativa de aplicación.

2. El Servicio Andaluz de Empleo se adscribirá a la Conse-
jería que se establezca por el Consejo de Gobierno.

3. El personal del Servicio Andaluz de Empleo se manten-
drá con el carácter de personal laboral o funcionario que en la 
actualidad ostenta.

4. Los bienes del Servicio Andaluz de Empleo se incor-
porarán al Patrimonio de la Comunidad Autónoma. Sin per-
juicio de lo anterior, para la mejor gestión de dichos bienes 
se podrán adscribir al Servicio Andaluz de Empleo una vez se 
transforme en agencia de régimen especial.

5. El Servicio Andaluz de Empleo quedará subrogado en 
todas las relaciones jurídicas, bienes, derechos y obligaciones 
de los que es titular la Fundación Andaluza Fondo de Formación 
y Empleo desde la fecha en que se acuerde su disolución.

6. El proceso de adaptación de los Estatutos del Servicio An-
daluz de Empleo se tramitará simultáneamente a la extinción de 
la Fundación Andaluza Fondo de Formación y Empleo, de acuerdo 
con el artículo 50.2 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

Sección 4.ª Medidas de organización en el sector sanitario

Artículo 9. Agencia Pública Empresarial Sanitaria Costa 
del Sol.

1. La Empresa Pública Hospital de la Costa del Sol adop-
tará la configuración de agencia pública empresarial de las 
previstas en el artículo 68.1.b) de la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre, y se denominará, desde la entrada en vigor de este 
Decreto-Ley, Agencia Pública Empresarial Sanitaria Costa del 
Sol, debiendo entenderse actualizadas con la nueva denomi-
nación todas las disposiciones normativas que se refieran a la 
citada entidad pública.

2. La Agencia Pública Empresarial Sanitaria Costa del Sol 
se regirá por el presente Decreto-Ley, por la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, por las disposiciones de su ley de creación y 
por sus Estatutos, en lo que no se opongan a aquélla, por la 
Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía y 
por la restante normativa de aplicación.

3. El objeto de la Agencia Pública Empresarial Sanitaria 
Costa del Sol será:

a) La coordinación de la gestión de los servicios sanitarios 
de las agencias públicas empresariales que se le adscriban.

b) La gestión del Hospital Costa del Sol de Marbella (Málaga).
c) La gestión de los Centros Hospitalarios de Alta Reso-

lución que se establezcan en la provincia de Málaga, coordi-
nando sus servicios y recursos con los de los restantes cen-
tros sanitarios pertenecientes al Sistema Sanitario Público de 
Andalucía.

Artículo 10. Adscripción de empresas públicas sanitarias.
Se adscriben a la Agencia Pública Empresarial Sanitaria 

Costa del Sol la Empresa Pública Hospital de Poniente de Alm-
ería, la Empresa Pública Hospital Alto Guadalquivir y la Em-
presa Pública Sanitaria Bajo Guadalquivir.

Dichas entidades adoptarán la configuración de agencia 
pública empresarial de las previstas en el artículo 68.1.b) de 
la Ley 9/2007, de 22 de octubre, conforme a la disposición 
transitoria de la misma.

Sección 5.ª Medidas de organización del sector agrario
 y pesquero

Subsección 1.ª Agencia de Gestión Agraria y Pesquera
de Andalucía

Artículo 11. Personalidad, adscripción, régimen jurídico, 
fines y recursos económicos de la Agencia de Gestión Agraria 
y Pesquera de Andalucía.

1. Se autoriza la creación de la Agencia de Gestión Agraria 
y Pesquera de Andalucía como agencia de régimen especial 
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de las previstas en el artículo 54.2.c) de la Ley 9/2007, de 22 
de octubre.

La Agencia de Gestión Agraria y Pesquera de Andalucía 
tendrá personalidad jurídica pública diferenciada y plena ca-
pacidad jurídica y de obrar, patrimonio y tesorería propios, así 
como autonomía de gestión en los términos previstos en la 
Ley 9/2007, de 22 de octubre.

2. La Agencia se adscribirá a la Consejería o Consejerías 
que se establezca por el Consejo de Gobierno.

3. La Agencia se regirá por lo dispuesto en este Decreto-
Ley, por la Ley 9/2007, de 22 de octubre, por los Estatutos 
de la entidad, por la Ley General de la Hacienda Pública de la 
Junta de Andalucía, y por las demás normas generales apli-
cables a las agencias de régimen especial.

4. Son fines generales de la Agencia la ejecución de las 
políticas orientadas a alcanzar los objetivos básicos previstos 
en el artículo 10.3.1.3 del Estatuto de Autonomía para Anda-
lucía, que le sea asignada por la Consejería a la que quede 
adscrita, así como la gestión, en el marco de la planificación, 
dirección y control de ésta, de programas y acciones de fo-
mento; de vigilancia e inspección; de prestación y gestión de 
servicios públicos, y de asistencia técnica, en materias agraria 
y pesquera; para lo que quedará habilitada con las competen-
cias, funciones y potestades administrativas para el ejercicio 
de las funciones que impliquen ejercicio de autoridad, que le 
confieran sus Estatutos y las demás normas habilitantes que 
le puedan ser de aplicación. 

5. Los recursos económicos de la Agencia serán los que 
se determinen en la normativa aplicable a las agencias de ré-
gimen especial.

Artículo 12. Subrogación.
1. La Agencia de Gestión Agraria y Pesquera de Andalu-

cía desde la entrada en vigor de sus Estatutos, quedará su-
brogada en todas las relaciones jurídicas, bienes, derechos y 
obligaciones de los que es titular la Empresa Pública de Desa-
rrollo Agrario y Pesquero, S.A. 

2. El proceso de aprobación de los Estatutos de la Agen-
cia de Gestión Agraria y Pesquera de Andalucía se tramitará 
simultáneamente a la extinción de la sociedad mercantil 
Empresa Pública de Desarrollo Agrario y Pesquero, S.A., 
de acuerdo con el artículo 50.2 de la Ley 9/2007, de 22 
de octubre.

Subsección 2.ª Instituto Andaluz de Reforma Agraria

Artículo 13. Supresión del Instituto Andaluz de Reforma 
Agraria. 

1. El organismo autónomo Instituto Andaluz de Reforma 
Agraria (IARA), creado por Ley 8/1984, de 3 de julio, de Re-
forma Agraria, queda extinguido, con efectos desde la fecha 
indicada en la disposición adicional tercera.

2. La Administración de la Junta de Andalucía, desde di-
cha fecha, queda subrogada en todas las relaciones jurídicas, 
bienes, derechos y obligaciones de las que es titular el Instituto 
Andaluz de Reforma Agraria. Las competencias asignadas a la 
Presidencia del Instituto serán ejercidas por la persona titular 
de la Consejería con competencias en materia de agricultura.

3. Los bienes titularidad del IARA se incorporarán al Pa-
trimonio de la Junta de Andalucía y se adscribirán a la Conse-
jería competente en materia de agricultura. Tales bienes conti-
nuarán rigiéndose por su normativa específica, además de por 
lo dispuesto en la presente norma.

Subsección 3.ª Cámaras Agrarias

Artículo 14. Extinción de las Cámaras Agrarias de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía. 

Se declaran extinguidas todas las Cámaras Agrarias de cual-
quier ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 15. Liquidación del patrimonio y relaciones jurídi-
cas de las Cámaras Agrarias de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía.

La total liquidación del patrimonio y las relaciones jurídi-
cas de las Cámaras Agrarias de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía y su adscripción se llevará a efecto por una comi-
sión liquidadora cuyas funciones, composición y régimen de 
funcionamiento se determinarán en la Orden a que hace re-
ferencia el apartado 2 de la disposición final primera del pre-
sente Decreto-Ley. Esta Comisión liquidadora deberá quedar 
válidamente constituida, a fin de iniciar los trabajos, en el plazo 
máximo de un mes desde la entrada en vigor de la citada Or-
den, debiéndose culminar las operaciones de liquidación en el 
plazo de un año, a partir de la constitución de la comisión.

Artículo 16. Destino del patrimonio de las Cámaras Agra-
rias de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 

1. El resultante de la liquidación del patrimonio de las Cá-
maras Agrarias Provinciales será objeto de traspaso, en los 
términos que se fijen por la comisión liquidadora que se cree 
al amparo del artículo anterior, y con carácter preferente, a las 
organizaciones profesionales agrarias más representativas en 
el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
para su aplicación a fines y servicios de interés general agrario.

2. El resultante de la liquidación del patrimonio del resto 
de las Cámaras Agrarias de la Comunidad Autónoma de An-
dalucía será objeto de traspaso, en los términos que se fijen 
por la comisión liquidadora que se cree al amparo del artículo 
anterior, para su aplicación a fines y servicios de interés gene-
ral agrario.

Artículo 17. Asunción de derechos y obligaciones.
Una vez extinguidas las Cámaras Agrarias, y mientras se 

llevan a cabo todas las operaciones necesarias para la total 
liquidación y adscripción de su patrimonio, la Consejería com-
petente en materia de agricultura, directamente o a través de 
sus entes instrumentales, asumirá de forma provisional los de-
rechos y obligaciones de las entidades extinguidas, limitando 
su responsabilidad por dichas obligaciones al patrimonio de 
las Cámaras que se liquidan.

Sección 6.ª Medidas de organización en el sector
de los servicios sociales

Artículo 18. Personalidad, adscripción, régimen jurídico, 
fines y recursos económicos de la Agencia de Servicios Socia-
les y Dependencia de Andalucía.

1. Se crea, con la denominación de Agencia de Servicios 
Sociales y Dependencia de Andalucía, una agencia pública 
empresarial de las previstas en el artículo 68.1.b) de la Ley 
9/2007, de 22 de octubre.

La agencia pública empresarial Agencia de Servicios So-
ciales y Dependencia de Andalucía tendrá personalidad jurí-
dica pública diferenciada y plena capacidad jurídica y de obrar, 
patrimonio y tesorería propios, así como autonomía de gestión 
en los términos previstos en la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

2. La Agencia se adscribirá a la Consejería o Consejerías 
que se establezca por el Consejo de Gobierno.

3. La Agencia se rige por lo dispuesto en este Decreto-
Ley, por la Ley 9/2007, de 22 de octubre, por los Estatutos 
de la entidad, por la Ley General de la Hacienda Pública de la 
Junta de Andalucía, y por las demás normas generales aplica-
bles a las agencias públicas empresariales.

4. Son fines generales de la Agencia de Servicios Sociales 
y Dependencia de Andalucía:

a) El desarrollo de las actividades de organización y pres-
tación de los servicios necesarios para la gestión del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia en Andalucía.

b) La promoción, desarrollo y gestión de recursos de 
atención social a las personas, a las familias y a los grupos en 
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que éstas se integran para favorecer su bienestar, así como la 
gestión de recursos y el desarrollo de actuaciones en materia 
de protección a la infancia.

c) La atención a las drogodependencias y adicciones; y la 
incorporación social para la atención a colectivos excluidos o 
en riesgo de exclusión social.

De acuerdo con estos fines la Agencia de Servicios Sociales y 
Dependencia de Andalucía, en estas materias ejercerá y desarro-
llará las competencias, funciones y actuaciones que le confieran 
sus Estatutos, la Consejería a la que se adscriba la Agencia y las 
demás normas habilitantes que le puedan ser de aplicación. 

5. Los recursos económicos de la Agencia serán los que 
se determinen en la normativa aplicable a las agencias públi-
cas empresariales.

Artículo 19. Subrogación.
1. El proceso de aprobación de los Estatutos de la Agen-

cia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía se trami-
tará simultáneamente a la extinción de la Fundación Andaluza 
de Servicios Sociales y de la Fundación para la Atención a las 
Drogodependencias e Incorporación Social, de acuerdo con el 
artículo 50.2 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

2. El Decreto de aprobación de los Estatutos establecerá 
el régimen de subrogación de la Agencia de Servicios Sociales 
y Dependencia de Andalucía en las relaciones jurídicas, bienes, 
derechos y obligaciones de los que son titulares la Fundación 
Andaluza de Servicios Sociales y la Fundación para la Atención 
a las Drogodependencias e Incorporación Social.

Sección 7.ª Medidas de organización en materia de cultura

Artículo 20. Personalidad, adscripción, régimen jurídico, 
fines y recursos económicos de la Agencia Andaluza de Insti-
tuciones Culturales.

1. Se crea la Agencia Andaluza de Instituciones Culturales 
como agencia pública empresarial de las previstas en el ar-
tículo 68.1.b) de la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

La Agencia Andaluza de Instituciones Culturales tendrá 
personalidad jurídica pública diferenciada y plena capacidad 
jurídica y de obrar, patrimonio y tesorería propios, así como 
autonomía de gestión en los términos previstos en la Ley 
9/2007, de 22 de octubre.

2. La Agencia se adscribirá a la Consejería o Consejerías 
que se establezca por el Consejo de Gobierno.

3. La Agencia se rige por el presente Decreto-Ley, por la 
Ley 9/2007, de 22 de octubre, por sus Estatutos, por la Ley 
General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, y por 
las demás normas generales aplicables a las agencias públi-
cas empresariales.

4. Son fines generales de la Agencia:

a) La investigación, gestión, fomento, formación y divul-
gación de las artes plásticas, las artes combinadas, las letras, 
el teatro, la música, la producción fonográfica, la danza, el fol-
clore, el flamenco, la cinematografía y las artes audiovisuales y 
el desarrollo, comercialización y ejecución de programas, pro-
mociones y actividades culturales, por sí o mediante la cola-
boración o cooperación con otras personas físicas o jurídicas, 
públicas o privadas.

b) La programación, ejecución y seguimiento de inversio-
nes en materia de infraestructuras y equipamientos culturales.

c) El establecimiento de mecanismos de cooperación y 
colaboración con otros entes públicos o privados para el im-
pulso y promoción de la cultura.

d) Las demás funciones que se le atribuyan en sus Es-
tatutos, o que le sean encomendadas por la Consejería a la 
que se adscriba la Agencia, en relación con las instituciones, 
equipamientos e instalaciones culturales.

5. Los recursos económicos de la Agencia serán los que 
se determinen en la normativa aplicable a las agencias públi-
cas empresariales.

Artículo 21. Extinción y subrogación.
1. Queda extinguido el Instituto Andaluz de las Artes y las 

Letras, con efectos desde la fecha de constitución efectiva de 
la Agencia Andaluza de Instituciones Culturales.

2. El Decreto de aprobación de los Estatutos establecerá 
el régimen de subrogación de la Agencia Andaluza de Institu-
ciones Culturales en las relaciones jurídicas, derechos y obli-
gaciones de los que es titular el Instituto Andaluz de las Artes 
y las Letras.

Los bienes del Instituto Andaluz de las Artes y las Letras 
se integrarán en el patrimonio de la Agencia Andaluza de Ins-
tituciones Culturales. 

Sección 8.ª Medidas de organización en relación con el medio 
ambiente y el agua 

Artículo 22. Personalidad, adscripción, régimen jurídico y 
fines de la Agencia de Medio Ambiente y Agua de Andalucía.

1. Se crea la Agencia de Medio Ambiente y Agua de Anda-
lucía como agencia pública empresarial de las previstas en el 
artículo 68.1.b) de la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

La agencia pública empresarial Agencia de Medio Am-
biente y Agua de Andalucía tendrá personalidad jurídica dife-
renciada y plena capacidad jurídica y de obrar, patrimonio y 
tesorería propios y autonomía de gestión en los términos pre-
vistos en la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

2. La Agencia se adscribirá a la Consejería o Consejerías 
que se establezca por el Consejo de Gobierno.

3. La Agencia se rige por el presente Decreto-Ley, por la 
Ley 9/2007, de 22 de octubre, por sus Estatutos, por la Ley 
General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, y por 
las demás normas generales aplicables a las agencias públi-
cas empresariales.

4. Son fines generales de la Agencia:

a) En materia de medio ambiente:
1.º La gestión y puesta en valor de toda clase de equipa-

mientos, instalaciones, bienes muebles o inmuebles, incluidos 
montes públicos y redes de información, vigilancia y control 
ambiental, que le sean puestos a su disposición con motivo de 
las encomiendas de gestión que reciba o le sean adscritos.

2.º La realización de toda clase de programas, ejecución 
de equipamientos e instalaciones y, en general, de actuacio-
nes ambientales en el medio natural y urbano, así como en 
relación con el cambio climático; la colaboración en la gestión 
de los programas de ayuda; la prestación de servicios relacio-
nados con emergencias ambientales, incluidos los de preven-
ción y extinción de incendios, en los términos que se establez-
can en sus Estatutos.

b) En materia de agua:
1.º La adquisición, construcción, conservación, manteni-

miento y mejora de obras, equipamientos e instalaciones hidráu-
licas con motivos de las encomiendas de gestión que reciba.

2.º La gestión y mantenimiento de las redes de informa-
ción, vigilancia y control, así como la realización de actuacio-
nes relacionadas con el dominio público hidráulico y la calidad 
del medio hídrico en los términos que se establezcan en sus 
Estatutos.

Artículo 23. Recursos económicos.
1. Los recursos económicos de la Agencia serán los que 

se determinen en la normativa aplicable a las agencias públi-
cas empresariales.

2. Sin perjuicio de aquellas actuaciones que se financien 
mediante transferencias de financiación u otros modos de fi-
nanciación establecidos en las sucesivas leyes del Presupuesto 
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de la Junta de Andalucía, el importe de las actuaciones que la 
Agencia de Medio Ambiente y Agua de Andalucía lleve a cabo 
por encomienda de gestión se podrá determinar aplicando a 
las unidades ejecutadas con sus propios medios las tarifas co-
rrespondientes, que deberán ser objeto de aprobación por la 
Consejería competente en materia de medio ambiente y agua. 
Dichas tarifas se calcularán de manera que representen los 
costes reales de realización y su aplicación a las unidades pro-
ducidas servirá de justificante de los trabajos realizados.

Artículo 24. Extinción de entidades y subrogación.
1. Queda extinguida la Agencia Andaluza del Agua, con 

efectos desde la fecha de constitución efectiva de la Agencia 
de Medio Ambiente y Agua de Andalucía.

2. La Agencia de Medio Ambiente y Agua de Andalucía, 
desde la entrada en vigor de sus Estatutos, quedará subro-
gada en todas las relaciones jurídicas, derechos y obligaciones 
de los que es titular la Empresa de Gestión Medioambiental, 
S.A. El régimen de subrogación de la Agencia en las relaciones 
jurídicas, bienes, derechos y obligaciones de los que es titular 
la Agencia Andaluza del Agua se establecerá en el Decreto de 
aprobación de los Estatutos.

Los bienes de la Agencia Andaluza del Agua se incorpora-
rán al Patrimonio de la Comunidad Autónoma. Sin perjuicio de 
lo anterior, para la mejor gestión de dichos bienes se podrán 
adscribir a la Agencia de Medio Ambiente y Agua de Andalucía. 

3. El proceso de aprobación de los Estatutos de la Agencia 
de Medio Ambiente y Agua de Andalucía se tramitará simultá-
neamente a la extinción de la Empresa de Gestión Medioam-
biental, S.A., de acuerdo con el artículo 50.2 de la Ley 9/2007, 
de 22 de octubre, y a la modificación de la estructura orgánica 
de la Consejería de Medio Ambiente para integrar en la misma 
las funciones de la Agencia Andaluza del Agua no asumidas 
por la Agencia de Medio Ambiente y Agua de Andalucía.

CAPÍTULO III

Medidas para la dinamización del patrimonio agrario
de Andalucía

Sección 1.ª De los bienes del Instituto Andaluz de Reforma 
Agraria adjudicados en concesión administrativa

a particulares, y de las medidas para facilitar el acceso
a la propiedad

Subsección 1.ª De las personas concesionarias sin derecho 
de acceso a la propiedad

Artículo 25. Del acceso a la propiedad.
1. Aquellas personas adjudicatarias de explotaciones 

agrarias constituidas por el Instituto Andaluz de Reforma 
Agraria, en adelante IARA, que se encuentren en régimen de 
concesión administrativa, otorgada al amparo del artículo 57 
de la Ley 8/1984, de 3 de julio, de Reforma Agraria, podrán 
acceder a la propiedad sobre las mismas, en el plazo y con las 
condiciones que se establecen en los artículos 26 y 27.

2. Será requisito indispensable para el acceso de las per-
sonas concesionarias a la propiedad que las tierras adjudica-
das tengan un uso agrario, quedando expresamente excluidas 
de lo dispuesto en el presente capítulo aquellas parcelas que, 
por encontrarse acogidas a la retirada de cultivo, por haber 
sido forestadas, o encontrarse en proceso de forestación, por 
estar afectadas por un cambio de clasificación en el planea-
miento urbanístico actualmente vigente o en proceso de apro-
bación, o por cualesquiera otras circunstancias, sufrieren una 
alteración, actual o potencial, de su destino agrícola.

Artículo 26. Solicitantes.
1. Podrán solicitar el acceso a la propiedad las personas 

físicas o jurídicas, titulares originarios de la concesión adminis-
trativa, o sus causahabientes.

A los solos efectos de lo dispuesto en el artículo ante-
rior, se considerarán vigentes, en situación de prórroga tácita, 
aquellas concesiones cuyas personas adjudicatarias se hu-
bieren mantenido en el cultivo de la explotación, tras la fina-
lización del plazo por el que inicialmente fueron adjudicadas, 
siendo poseedores pacíficos, públicos y de buena fe.

2. Las solicitudes se presentarán preferentemente ante la 
Delegación Provincial de la Consejería competente en materia 
de agricultura en cuyo ámbito territorial se encuentre ubicado 
el bien, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 38.4 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, que procederá a tramitar el correspondiente procedi-
miento, y remitirlo junto con la propuesta a los servicios cen-
trales de la Consejería competente en materia de agricultura 
para su resolución.

3. El plazo de presentación de solicitudes será de doce 
meses, a contar desde el día siguiente al de la entrada en 
vigor del presente Decreto-Ley.

4. Las entidades asociativas adjudicatarias habrán de 
acompañar a su solicitud la documentación acreditativa de su 
personalidad jurídica, así como de su composición actual.

En el supuesto en que dicha personalidad jurídica hubiera 
podido verse afectada por lo dispuesto en la disposición transi-
toria segunda de la Ley 2/1999, de 31 de marzo, de Socieda-
des Cooperativas Andaluzas, y fuese posible su reactivación, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112 de dicha 
norma, deberá efectuarse dicha reactivación con carácter pre-
vio a la tramitación del expediente administrativo de transmi-
sión de acceso a la propiedad. 

Si no fuese posible la reactivación, o se hubiese produ-
cido la pérdida de la personalidad jurídica por efecto de una 
sanción administrativa, podrá reconocerse como sucesora en 
la concesión administrativa a una nueva entidad que al efecto 
se constituya por los socios de la entidad inicial que se hubie-
ren mantenido en el cultivo de la explotación.

5. En los supuestos del apartado anterior, si el número 
de miembros de las entidades asociativas concesionarias hu-
biere disminuido con respecto a la composición originaria, la 
Consejería competente en materia de agricultura requerirá a 
la entidad asociativa para que, en el plazo que al efecto se les 
otorgue, integren nuevos socios, hasta completar el número 
inicial. Estos nuevos socios deberán poder justificar su condi-
ción de persona agricultora al menos en los cinco años ante-
riores. De no verificarse dicha integración, la Administración 
queda facultada para disminuir la superficie de la explotación, 
adaptándola a la composición actual.

6. La competencia para resolver el procedimiento co-
rresponderá a la persona titular de la presidencia del IARA, y 
cuando se produzca la extinción de la citada entidad, a la per-
sona titular de la Consejería competente en materia de agri-
cultura, a propuesta de la Delegación Provincial de la referida 
Consejería, que corresponda.

El plazo máximo para dictar la resolución y notificarla a 
las personas interesadas será de seis meses, a contar desde 
el día siguiente a aquél en que tenga lugar la entrada de la 
solicitud en el registro de la Delegación Provincial de la Conse-
jería competente en materia de agricultura. Transcurrido dicho 
plazo sin que hubiere recaído resolución sobre la solicitud, se 
podrá entender aquélla desestimada por silencio, sin perjuicio 
de la obligación de resolver, establecida en el artículo 42 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Artículo 27. Condiciones del acceso a la propiedad.
1. Para el acceso a la propiedad se concederá un plazo 

máximo de tres años, a partir de la notificación de la resolu-
ción reconociendo el derecho, durante los cuales las personas 
concesionarias habrán de amortizar el precio de la adjudica-
ción abonando un interés del 3,5 por ciento durante el se-
gundo y tercer año.
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2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, las 
personas concesionarias que así lo deseen podrán obtener el 
título de propiedad en cualquier momento desde el recono-
cimiento del derecho, mediante la liquidación anticipada del 
precio.

3. Las personas concesionarias a quienes se otorgue el 
derecho de acceso a la propiedad, quedarán autorizadas para 
constituir hipoteca sobre las fincas objeto de la enajenación. 

Artículo 28. Valor de enajenación.
1. El valor de enajenación se determinará por el sistema 

de capitalización del rendimiento atribuido a las mismas. 
2. Al valor de enajenación calculado conforme al apartado 

anterior le será aplicada una reducción en función de criterios 
de antigüedad, según los distintos tipos de ocupación de los 
lotes, generación de empleo cuantificada en unidad de trabajo 
agrario por encima de unos mínimos, así como esfuerzo inver-
sor efectuado por el solicitante, excluidas las ayudas públicas 
recibidas.

Estos criterios de reducción se aplicarán mediante una 
modulación que será establecida por Orden de la persona titu-
lar de la Consejería competente en materia de agricultura, que 
será publicada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

Las reducciones correspondientes a los criterios anterio-
res podrán ser acumulativas, no pudiendo superarse en nin-
gún caso una reducción total del valor de enajenación superior 
al 65 por ciento.

3. Del precio a liquidar así determinado, se descontarán 
los cánones abonados por las personas adjudicatarias durante 
el periodo en que se hubiere mantenido la concesión adminis-
trativa sin derecho de acceso a la propiedad. 

Las cantidades adeudadas en concepto de canon que hu-
bieran prescrito, serán dadas de baja en las cuentas del IARA. 

Artículo 29. Limitaciones a la libre disposición de los bienes.
1. La enajenación, división o segregación inter vivos de la 

explotación, en el plazo de veinticinco años a contar desde la 
firma de la escritura pública de transmisión de la propiedad, 
conllevará la pérdida del derecho a las reducciones del valor 
de enajenación que fueron contempladas en el apartado 2 del 
artículo anterior. 

A tal efecto, en el Título de Dominio constarán las garan-
tías suficientes, mediante condición resolutoria expresa, por 
plazo de veinticinco años, para la devolución a la Hacienda 
Pública de la Junta de Andalucía de la parte que se dedujo del 
valor total de enajenación calculado conforme al apartado 1 
del artículo anterior. Asimismo, se harán constar, diferencia-
das, las cantidades correspondientes a las reducciones con-
templadas en el apartado 2 del artículo anterior, que serían 
objeto de devolución. 

2. Las cantidades que, en aplicación del párrafo anterior, 
debieran ser ingresadas a la Hacienda Pública lo serán incre-
mentadas en el interés legal del dinero por el plazo transcu-
rrido desde la entrega del Título de Dominio del bien a la per-
sona interesada hasta la fecha de modificación de este Título 
de Dominio. 

3. Quedarán excluidas de la limitación establecida en el 
presente artículo, las aportaciones al capital, o la disposición 
por cualquier otro título, de los bienes transmitidos por el IARA, 
a favor de entidades asociativas, en las que se integren como 
socios las personas titulares de aquéllos, siempre que, en la 
escritura pública de transmisión de la propiedad que al efecto 
se otorgue, la entidad que adquiera los bienes se subrogue 
expresamente en la obligación de devolución a la Hacienda 
Pública de las reducciones del valor de enajenación, con los 
intereses legales, consignada en los dos apartados anteriores, 
cuando tenga lugar alguno de los hechos contenidos en los 
mismos dentro de los veinticinco años de la transmisión a que 
se refiere el apartado 1. 

Subsección 2.ª De las personas concesionarias con derecho 
de acceso a la propiedad

Artículo 30. Bonificaciones para la liquidación anticipada 
de lotes.

Aquellas personas adjudicatarias de explotaciones agra-
rias u otros bienes del IARA, que tuvieran reconocido el de-
recho de acceso a la propiedad, al amparo de lo dispuesto 
en el artículo 34 del Decreto 118/1973, de 12 de enero, que 
aprueba el Texto de la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario o 
del artículo 59 de la Ley 8/1984, de 3 de julio, y liquidasen 
las cantidades adeudadas al IARA dentro del año siguiente a 
contar desde la entrada en vigor de la presente disposición, 
quedarán exentas del abono de los gastos notariales deven-
gados por el otorgamiento de la correspondiente escritura de 
compraventa, que serán asumidos por el IARA.

Artículo 31. Supresión de la tutela administrativa.
A partir de la entrada en vigor de este Decreto-Ley, las 

adquisiciones, anteriores y posteriores, de bienes del IARA por 
parte de las personas adjudicatarias quedarán exentas de la 
aplicación del régimen de autorizaciones que establecen los 
apartados 1 y 3 del artículo 28 del Decreto 118/1973, de 
12 de enero, que aprueba el Texto de la Ley de Reforma y 
Desarrollo Agrario, con la modificación introducida por la dis-
posición final segunda de la Ley 19/1995, de 4 de julio, de 
Modernización de las Explotaciones Agrarias, de forma que 
las personas adquirentes podrán disponer libremente de sus 
explotaciones, sin más limitaciones de las que resulten de la 
aplicación de la normativa en materia de régimen de unidades 
mínimas de cultivo o de las cargas que se establezcan en ga-
rantía de las cantidades que pudieran quedar pendientes de 
pago, por razón de la enajenación o de la ulterior liquidación 
de obras.

Los propietarios de bienes enajenados por el IARA en 
cuyas escrituras figure esta limitación quedan autorizados a 
solicitar la cancelación de la misma ante los Registros de la 
Propiedad correspondientes.

Artículo 32. Transmisión mortis causa de la explotación.
En caso de fallecimiento de la persona concesionaria que, 

hallándose en disposición de acceder a la propiedad de la ex-
plotación de conformidad con lo previsto en el artículo 34 de 
la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario, no hubiera solicitado 
el otorgamiento de escritura de propiedad a su favor, y en 
defecto de cónyuge viudo o de designación testamentaria de 
persona que le suceda en la concesión, podrá autorizarse el 
otorgamiento de la correspondiente escritura de compraventa 
en proindiviso, a favor de las personas herederas de aquélla.

Sección 2.ª De la finalización de las adjudicaciones vigentes
y recuperación de bienes del IARA

Artículo 33. Bienes no solicitados por las personas
concesionarias.

1. Las concesiones administrativas sin derecho de acceso 
a la propiedad, cuyos titulares no se acojan a lo dispuesto en 
la Subsección 1.ª de la Sección 1.ª del presente Capítulo den-
tro de los plazos conferidos al efecto, o que no pudieran acce-
der a la propiedad por no cumplir los requisitos para ello, o por 
motivos no imputables a la Administración, no hayan podido 
finalizar el procedimiento acorde a sus intereses, no podrán 
acogerse a beneficios futuros para el acceso a la propiedad 
de la explotación agraria, pudiendo la Administración iniciar 
actuaciones para el rescate de la concesión administrativa.

2. En el supuesto en que se comprobase el incumplimiento 
de sus obligaciones por parte de las personas concesionarias, 
la Administración iniciará de inmediato los correspondientes 
expedientes de caducidad, indemnizando a las personas adju-
dicatarias por las mejoras realizadas útiles y autorizadas por la 
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Administración, siempre que aquéllas subsistan y se justifique 
su importe, deducidas las ayudas y subvenciones recibidas, 
así como las deudas pendientes, procediéndose a continua-
ción a su desalojo. 

3. Si el plazo inicial por el que tales concesiones fueron 
otorgadas, se hubiere cumplido, sin que hubiere mediado pró-
rroga expresa, y transcurrido el plazo previsto, la Administra-
ción competente procederá a requerir a las personas adjudica-
tarias para que desalojen las fincas, indemnizando, en su caso, 
a aquéllas, por las mejoras realizadas útiles y autorizadas por 
la Administración, siempre que subsistan y se justifique su 
importe, deducidas las ayudas y subvenciones recibidas, así 
como las deudas pendientes.

Artículo 34. Bienes no solicitados por sus ocupantes no 
concesionarios. 

1. Las adjudicaciones en cultivo provisional, otorgadas 
al amparo de lo dispuesto en el artículo 23.3 del Decreto 
118/1973, de 12 de enero, que aprueba el Texto de la Ley de 
Reforma y Desarrollo Agrario, vigentes a la entrada en vigor 
del presente Decreto-Ley, cuyos titulares no se hayan acogido 
a lo dispuesto en el Decreto 192/1998, de 6 de octubre, por 
el que se regula el régimen de disposición de bienes del Insti-
tuto Andaluz de Reforma Agraria, o que no pudieran acceder a 
la propiedad por no cumplir los requisitos para ello, no serán 
renovadas, requiriéndose a las personas cultivadoras para que 
procedan al desalojo, previa indemnización, en su caso, por 
las mejoras útiles realizadas en la finca por aquéllas, siempre 
que subsistan y se justifique su importe, una vez deducidos los 
gastos originados por sus ocupantes sufragados por el IARA.

2. Asimismo, a las personas arrendatarias históricas de 
bienes del IARA que no ejercitaron en plazo el derecho de ac-
ceso a la propiedad que les concedía el artículo 2.2 de la 

Ley 1/1992, de 10 de febrero, de Arrendamientos Rús-
ticos Históricos, la Administración agraria les concederá un 
plazo para solicitar la enajenación a su favor al amparo de lo 
dispuesto en el Decreto 192/1998, de 6 de octubre. 

A quienes no accedan a la propiedad por esta vía, por no 
haberlo solicitado, o no haber formalizado la escritura de com-
praventa por causa que les fuera imputable, la Administración 
procederá a notificarles la finalización del contrato de arrenda-
miento, y a requerirles para que procedan al desalojo.

Sección 3.ª De los bienes no ocupados por terceras personas 
propiedad del Instituto Andaluz de Reforma Agraria

Artículo 35. Del destino de los bienes no ocupados por 
terceras personas propiedad del IARA.

Las tierras, bienes y derechos propiedad del IARA que no 
estuviesen ocupados por terceras personas a la fecha de en-
trada en vigor de este Decreto-Ley, y los que puedan quedar 
en esa situación en lo sucesivo, se podrán destinar a poten-
ciar aquellas actuaciones que permitan su puesta en valor, 
mediante la cesión a entidades públicas para fines de interés 
general o enajenación a entidades públicas o personas físicas 
y jurídicas de carácter privado, conforme al procedimiento pre-
visto en el Decreto 192/1998, de 6 de octubre, para destinar-
los tanto a fines agrarios como a aquellos otros fines y usos 
compatibles que permitan la modernización y mejora del me-
dio rural y las condiciones de vida de la población, así como 
aquellos fines que favorezcan el empleo en el medio rural. Ello 
incluye devolver al tráfico jurídico el patrimonio rústico cuyo 
uso hubiere devenido urbano en virtud de los correspondien-
tes instrumentos de planeamiento, aprobados por los órganos 
competentes en la materia.

Todo ello, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 89 de 
la Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.

Artículo 36. De la explotación provisional de las tierras 
vacantes.

En tanto no se resuelva sobre el destino de las tierras 
propiedad del IARA no ocupadas por terceras personas, las 
mismas serán explotadas por la Consejería competente en 
materia de agricultura. 

Disposición adicional primera. Configuración de las agen-
cias públicas empresariales.

A partir de la entrada en vigor del presente Decreto-Ley, 
son agencias públicas empresariales de las previstas en el ar-
tículo 68.1.b) de la Ley 9/2007, de 22 de octubre:

a) La Agencia Andaluza de Cooperación Internacional al 
Desarrollo.

b) El Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico.

Disposición adicional segunda. Autorización singular.
Se faculta a la persona titular de la Consejería compe-

tente en materia de patrimonio para la enajenación directa y 
a título oneroso a la «Sociedad de Gestión, Financiación e In-
versión Patrimonial, S.A.» y a la «Empresa Pública de Gestión 
de Activos, S.A.» de los bienes inmuebles, cualquiera que sea 
su valor, que autorice el Consejo de Gobierno durante 2010, 
de conformidad con la disposición adicional segunda de la 
Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía. Asimismo, se autoriza a las citadas 
Sociedades al endeudamiento necesario para la adquisición 
de los referidos inmuebles, atendido el valor que se dé a los 
mismos mediante la oportuna tasación y el de los gastos que 
la adquisición suponga.

Se autoriza la celebración de contratos de arrendamiento 
de hasta treinta y cinco años de duración por parte de la Con-
sejería competente en materia de patrimonio para la utiliza-
ción, por parte de los Departamentos de la Administración 
de la Junta de Andalucía y Entidades de Derecho Público vin-
culadas o dependientes, de los inmuebles adquiridos por la 
«Sociedad de Gestión, Financiación e Inversión Patrimonial, S.A.» 
y por la «Empresa Pública de Gestión de Activos, S.A.» al am-
paro de la autorización prevista en el párrafo anterior.

Disposición adicional tercera. Aprobación de Estatutos y 
conclusión de operaciones jurídicas. 

1. Los Estatutos de las entidades instrumentales y la mo-
dificación de las estructuras orgánicas de las Consejerías a las 
que afecta este Decreto-Ley deberán aprobarse y publicarse 
antes del 31 de diciembre de 2010. Antes de la misma fecha 
habrán de concluirse todas las operaciones jurídicas derivadas 
del mismo.

2. La constitución efectiva de las agencias públicas em-
presariales creadas mediante el presente Decreto-Ley, así 
como de la Agencia de Gestión Agraria y Pesquera de Anda-
lucía, tendrá lugar en la fecha de entrada en vigor de sus res-
pectivos Estatutos.

Disposición adicional cuarta. Régimen de integración del 
personal.

En los casos en que, como consecuencia de la reestruc-
turación del sector público andaluz establecida en el presente 
Decreto-Ley, se produzca la supresión de centros directivos de 
Consejerías o la extinción de entidades instrumentales públi-
cas o privadas en las que sea mayoritaria la representación y 
la participación directa o indirecta de la Administración de la 
Junta de Andalucía y sus agencias, la integración del personal 
en las agencias públicas empresariales o de régimen espe-
cial que asuman el objeto y fines de aquéllas se realizará de 
acuerdo con un protocolo que se adoptará por la Consejería 
competente en materia de Administración Pública, y que apli-
cará las siguientes reglas:
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a) La integración del personal funcionario en una agencia 
pública empresarial será voluntaria. El personal funcionario que 
se integre como laboral quedará en sus Cuerpos en la situación 
administrativa de servicios en entidades del sector público anda-
luz. En caso contrario permanecerá en servicio activo.

Al personal funcionario que se integre en una agencia 
pública empresarial como personal laboral se le considerará 
como mérito el trabajo desarrollado en la misma cuando par-
ticipe en convocatorias de concursos de méritos para la provi-
sión de puestos de trabajo. 

A dicho personal se le reconocerá por la agencia de des-
tino el tiempo de servicios prestados en la Administración a 
efectos de la retribución que le corresponda por antigüedad.

Asimismo, cuando reingrese al servicio activo, el tiempo 
de permanencia en la agencia se le computará a efectos de 
reconocimiento de trienios.

b) El personal laboral procedente de las entidades supri-
midas se integrará en la nueva entidad resultante de acuerdo 
con las normas reguladoras de la sucesión de empresas, y en 
las condiciones que establezca el citado protocolo de integra-
ción. De igual forma se procederá en relación con el perso-
nal laboral de la Administración de la Junta de Andalucía que 
ocupe puestos de trabajo en las Consejerías afectadas por la 
reestructuración realizada por este Decreto-Ley, y que desem-
peñe funciones que sean asumidas por la entidad resultante. 

c) El personal laboral de la Administración General de 
la Junta de Andalucía que se integre en una nueva entidad 
por aplicación del presente Decreto-Ley, podrá participar en 
las convocatorias de concursos de traslados que se realicen 
para el personal laboral al que le sea de aplicación el Convenio 
Colectivo del personal laboral de la Administración General de 
la Junta de Andalucía durante los cinco años siguientes a la 
fecha de integración en la nueva entidad.

d) Los convenios colectivos aplicables a las entidades ex-
tinguidas o transformadas y a la Administración General de 
la Junta de Andalucía seguirán rigiendo los derechos y obli-
gaciones del personal laboral procedente de dichas entidades 
o de la citada Administración, en tanto se apruebe un nuevo 
convenio aplicable al mismo.

e) La masa salarial del personal laboral al servicio de la 
nueva entidad no podrá superar, como consecuencia de la re-
ordenación regulada por este Decreto-Ley, la del personal de 
las entidades que se extingan o se transformen.

f) El referido protocolo de integración se aprobará previa 
consulta y negociación con los órganos de representación del 
personal y se someterá a informe de los órganos correspon-
dientes de la Consejería competente en materia de Hacienda.

Disposición adicional quinta. Medios propios.
1. Las agencias creadas o transformadas de acuerdo con 

el presente Decreto-Ley son medio propio de la Administra-
ción de la Junta de Andalucía, sin perjuicio de que también 
puedan serlo de otras Administraciones Públicas cuando así 
se disponga en sus estatutos.

2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24.6, 
párrafo tercero, de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Con-
tratos del Sector Público, las agencias tienen la consideración 
de medio propio instrumental y servicios técnicos de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía y de los poderes adjudica-
dores dependientes de ella, estando obligadas a realizar los 
trabajos que éstos les encomienden en las materias propias de 
su objeto y fines, de acuerdo con el régimen legal de las enco-
miendas de gestión establecido por la Comunidad Autónoma 
de Andalucía. Dichos trabajos podrán realizarse mediante mo-
delos de colaboración público-privada en la financiación. Las 
agencias no podrán participar en licitaciones públicas convo-
cadas por los poderes adjudicadores dependientes de la Junta 
de Andalucía, sin perjuicio de que, cuando no concurra ningún 
licitador, pueda encargárseles la ejecución de la prestación ob-
jeto de las mismas.

Disposición adicional sexta. Enajenación de bienes inmue-
bles adquiridos por la Empresa Pública de Suelo de Andalucía.

La enajenación de bienes inmuebles adquiridos por la 
Empresa Pública de Suelo de Andalucía con la finalidad de de-
volverlos al tráfico jurídico, garantizar las reservas que tengan 
que constituir en cumplimiento de sus normas específicas o 
responder de los avales que puedan prestar de acuerdo con 
lo establecido en la Ley General de la Hacienda Pública de 
la Junta de Andalucía, exigirá, además de lo previsto en sus 
normas propias, comunicación previa a la Consejería compe-
tente en materia de Hacienda, que se complementará con un 
informe-resumen trimestral de las enajenaciones del periodo, 
salvo que el valor del bien supere la cantidad de seis millones 
de euros o de veinte millones de euros, en cuyo caso se reque-
rirá previa autorización del Consejo de Gobierno o de una Ley, 
respectivamente.

Disposición adicional séptima. Reapertura del plazo del 
Decreto 293/2002, de 3 de diciembre. 

Se establece un nuevo plazo de seis meses a partir de 
la entrada en vigor del presente Decreto-Ley, para solicitar la 
enajenación de bienes del IARA al amparo de lo dispuesto en 
el Decreto 293/2002, de 3 de diciembre, por el que se esta-
blece el régimen de enajenación de determinadas explotacio-
nes agrarias y otros bienes accesorios, pudiendo acogerse al 
mismo aquellas personas poseedoras que, cumpliendo los re-
quisitos previstos en dicho Decreto, así lo soliciten y demues-
tren encontrarse en posesión de los bienes correspondientes 
con anterioridad al 1 de junio de 2005.

Disposición adicional octava. División de las explotaciones 
agrarias comunitarias. 

Con carácter previo al otorgamiento de las escrituras 
públicas de transmisión de la propiedad de las explotaciones 
agrarias comunitarias, a favor de las personas jurídicas titu-
lares de la concesión administrativa, la Administración podrá 
autorizar la segregación de las tierras que componen la explo-
tación, adjudicando y facilitando a cada miembro, el acceso a 
la propiedad, a título individual, de la parte proporcional de la 
misma que le corresponda, en las condiciones que establece 
el Capítulo III. 

Disposición adicional novena. Venta con precio aplazado. 
Las enajenaciones que se realicen al amparo de lo dis-

puesto en la presente Ley, así como por aplicación de los 
Decretos 192/1998, de 6 de octubre, por el que se regula 
el régimen de disposición de bienes del Instituto Andaluz de 
Reforma Agraria y 293/2002, de 3 de diciembre, gozarán de 
la posibilidad prevista en el apartado 3 del artículo 34 del De-
creto 118/1973, de 12 de enero, por el que se aprueba el 
Texto de la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario, así como en 
el artículo 177 del Decreto 402/1986, de 30 de diciembre, 
por el que se aprueba el Reglamento para la ejecución de la 
Ley de Reforma Agraria, pudiendo quedar aplazado el pago de 
las cantidades que se fijen en concepto de precio, garantizán-
dose aquél mediante hipoteca a favor de la Hacienda Pública, 
previa autorización por resolución del órgano correspondiente 
de la Consejería competente en materia de agricultura.

Disposición transitoria primera. Régimen transitorio de 
operaciones de crédito.

Durante la vigencia de la Ley 5/2009, de 28 de diciem-
bre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
para el año 2010, se aplicará a la Agencia de Obra Pública de 
la Junta de Andalucía el régimen de operaciones de crédito por 
plazo inferior a un año actualmente vigente para «Gestión de 
Infraestructuras de Andalucía, S.A.» con objeto de cubrir sus 
necesidades transitorias de tesorería. Las operaciones y, en su 
caso, la subrogación en las actuales deberán ser autorizadas 
por la Consejería competente en materia de Hacienda.



Página núm. 18 BOJA núm. 147 Sevilla, 28 de julio 2010

Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio de 
las entidades instrumentales públicas que se extinguen.

Hasta que se produzca la constitución efectiva de las 
agencias creadas mediante el presente Decreto-Ley, las enti-
dades instrumentales públicas que se extinguen como conse-
cuencia de dicha creación seguirán actuando conforme a lo 
establecido en su normativa reguladora.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.
1. Quedan derogadas cuantas normas contradigan o se 

opongan a lo dispuesto en la presente Ley y, en particular, las 
siguientes:

a) La disposición adicional primera de la Ley 10/2002, de 
21 de diciembre, por la que se aprueban normas en materia 
de tributos cedidos y otras medidas tributarias, administrati-
vas y financieras. 

b) Los artículos 48 a 58 de la Ley 3/2004, de 28 de di-
ciembre, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras.

c) El Capítulo VIII del Título II y el Título III de la Ley 
8/1984 de 3 de julio, de Reforma Agraria y concordantes del 
Reglamento para su ejecución. Ello, sin perjuicio de que aque-
llas concesiones administrativas constituidas al amparo del 
Decreto 118/1973, de 12 de enero, por el que se aprueba el 
Texto de la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario, y de la Ley 
8/1984, de 3 de julio, continúen rigiéndose por la normativa 
vigente al tiempo de su constitución, salvo lo dispuesto en la 
Sección 5ª del Capítulo II del presente Decreto-Ley. 

d) La disposición adicional sexta de la 9/2007, de 22 de 
octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, de au-
torización para la creación de la Agencia para la Atención a la 
Dependencia en Andalucía.

2. Al tiempo de la constitución efectiva e inicio de las acti-
vidades de la Agencia de Medio Ambiente y Agua de Andalucía 
quedarán derogadas las siguientes disposiciones: 

a) El artículo 67 de la Ley 8/1997, de 23 de diciembre, 
por la que se aprueban medidas en materia tributaria, presu-
puestaria, de empresas de la Junta de Andalucía y otras Enti-
dades, de recaudación, de contratación, de función pública y 
de fianzas de arrendamientos y suministros.

b) El artículo 34 de la Ley 17/1999, de 28 de diciembre, 
por la que se aprueban medidas fiscales y administrativas.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario. 
1. El desarrollo reglamentario de este Decreto-Ley se lle-

vará a efecto de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 112 
y 119.3 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 44 de la 
Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.

2. Se faculta a la persona titular de la Consejería de Agri-
cultura y Pesca para el desarrollo reglamentario, mediante Or-
den, de lo dispuesto en la Subsección 3ª de la Sección 5ª del 
Capítulo II, referida a las Cámaras Agrarias y en el Capítulo 
III, relativo a las medidas para la dinamización del patrimo-
nio agrario de Andalucía, del presente Decreto, en lo que con-
cierne a los aspectos procedimentales.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.
El presente Decreto-Ley entrará en vigor el día siguiente al 

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 27 de julio de 2010

JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

CARMEN MARTÍNEZ AGUAYO
Consejera de Hacienda y Administración Pública 

 ACUERDO de 27 de julio de 2010, del Consejo de 
Gobierno, por el que se aprueba el Plan de Reordena-
ción del Sector Público de la Junta de Andalucía.

La crisis económica ha obligado a las Administraciones 
Públicas de los países más desarrollados a realizar un consi-
derable esfuerzo de consolidación fiscal que está comenzando 
a dar sus frutos.

La Junta de Andalucía, en coordinación con el Gobierno 
de España, apoyó la aprobación, por el Consejo de Política 
Fiscal y Financiera el pasado 15 de junio, del Acuerdo Marco 
sobre Sostenibilidad de las Finanzas Públicas 2010-2013, por 
el que se fija una rebaja del déficit de las Comunidades Autó-
nomas desde el 2% del PIB en 2009 al 1,1% en 2013. 

La reordenación del sector público tiene un objetivo claro: 
convertirlo en un agente más eficaz y eficiente, más innovador, 
ágil y cercano a la ciudadanía y al tejido productivo.

Todo ello, con el fin de obtener una mejor prestación de 
los servicios públicos para la ciudadanía andaluza, desde el 
convencimiento de que ello solo es posible desde el valor aña-
dido que aporta lo público y el empleo público.

En efecto, Andalucía cuenta, como uno de los motores de 
su progreso, con el alto nivel de formación, compromiso y apli-
cación de sus empleados públicos para la consecución de los 
objetivos que marcan los intereses generales de la ciudadanía 
andaluza. El cotidiano desempeño por cada uno de los trabaja-
dores y trabajadoras del sector público andaluz de las funciones 
encomendadas, ha sido razón esencial para alcanzar las cotas 
de prestación de servicios públicos que actualmente disfrutan 
los andaluces y andaluzas. Por ello, el Plan de Reordenación 
del Sector Público de la Junta de Andalucía incide en la estricta 
reordenación de las estructuras, optimizando las nuevas formas 
organizativas, pero asentando, a la vez, el empleo público. En 
suma, se opta por un modelo público de prestación de servicios, 
rechazando otros modelos liberalizadores que inciden esencial-
mente en la privatización de la prestación de tales servicios.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Hacienda y 
Administración Pública, conforme a lo dispuesto en el artícu-
lo 27.13 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía, y previa deliberación del 
Consejo de Gobierno en su reunión del día 27 de julio de 2010,

A C U E R D A

Primero. Aprobación.
Se aprueba el Plan de Reordenación del Sector Público de 

la Junta de Andalucía, que se acompaña como Anexo a este 
Acuerdo.

Segundo. Coordinación.
La Consejería de Hacienda y Administración Pública será 

la responsable de coordinar las actuaciones de las distintas 
Consejerías para la consecución de los objetivos del Plan de 
Reordenación del Sector Público de la Junta de Andalucía.

Tercero. Desarrollo y ejecución.
Se faculta a la Consejera de Hacienda y Administración 

Pública para el desarrollo y la ejecución del presente Acuerdo.

Cuarto. Eficacia.
El presente Acuerdo surtirá efectos a partir del día si-

guiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta 
de Andalucía.

Sevilla, 27 de julio de 2010

JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

CARMEN MARTÍNEZ AGUAYO
Consejera de Hacienda y Administración Pública
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A N E X O

PLAN DE REORDENACIÓN DEL SECTOR PÚBLICO 
DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

El Plan de Reordenación del Sector Público de la Junta de 
Andalucía se articulará en torno a tres líneas de actuación:

1. La reducción del número de entidades instrumentales.
2. La simplificación de la estructura periférica.
3. La mejora del conocimiento y la gobernanza.

Primero. La reducción del número de entidades instru-
mentales persigue la creación de estructuras homogéneas que 
permitan cumplir mejor los objetivos del Gobierno. La premisa 
fundamental de esta actuación radica en que dicha reducción 
no perjudique el nivel de prestación de los servicios públicos 
de la Junta de Andalucía. Para ello, es indispensable en este 
proceso de reordenación, la defensa del empleo público que 
hace posible el nivel de prestación de los servicios públicos 
por las citadas entidades instrumentales. 

Esta reducción está dirigida a la consecución de los si-
guientes objetivos:

a) Obtener economías de escala en la contratación de bie-
nes y servicios.

b) Desde la defensa del empleo público, la reforma de 
las estructuras organizativas hará posible un mejor aprovecha-
miento del personal de la Junta de Andalucía y de sus entida-
des instrumentales.

El proceso de reducción del número de entes instrumen-
tales se configura como un proceso dinámico y engloba actua-
ciones de integración, fusión, absorción y extinción de entida-
des instrumentales de la Junta de Andalucía. En una primera 
fase, el proceso afectará a las siguientes entidades:

- Absorción por la Agencia Andaluza del Conocimiento de 
la Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y Acreditación 
Universitaria, Talentia y del Centro de Innovación y Transferen-
cia de Tecnología de Andalucía, Citaandalucía.

- Absorción por la Agencia de Innovación y Desarrollo de 
Andalucía de FAGIA, Fomento, Asistencia y Gestión Integral de 
Andalucía, S.A.

- Extinción por liquidación de Linares Fibras Industriales, 
SAU, Incubadora de Emprendedores de Andalucía, SLU y Fo-
mento Empresarial, SA.

- Transformación de Ferrocarriles de la Junta de Andalucía 
en la Agencia de Obra Pública de la Junta de Andalucía, con 
absorción de Gestión de Infraestructuras de Andalucía, S.A.

- Creación de Red Logística de Andalucía, S.A. por fusión 
del Centro de Transportes de Mercancías de Sevilla, S.A., Zona 
de Actividades Logísticas de Algeciras, S.A., Centro de Trans-
portes de Málaga y Parque Logístico de Córdoba, S.A.

- Transformación del Servicio Andaluz de Empleo con absor-
ción de la Fundación Andaluza Fondo de Formación y Empleo.

- Transformación de la Empresa Pública Hospital de la 
Costa del Sol en la Agencia Pública Empresarial Sanitaria 
Costa del Sol, quedando adscritas a la misma la Empresa 
Pública Hospital de Poniente de Almería, la Empresa Pública 
Hospital Alto Guadalquivir y la Empresa Pública Sanitaria Bajo 
Guadalquivir.

- Extinción de la Fundación Hospital Reina Sofía-Cajasur, 
por absorción en la Fundación para la Investigación Biomédica 
de Córdoba (FIBICO).

- Extinción de la Fundación Hospital Clínico, por absorción 
en la Fundación Pública Andaluza para la Investigación Biosa-
nitaria en Andalucía Oriental "Alejandro Otero" (FIBAO).

- Transformación de la Fundación Reina Mercedes, por 
absorción en la Fundación Pública Andaluza para la Investiga-
ción en Salud en Sevilla (FISEVI).

- Extinción de la Fundación Valme, por absorción en la 
Fundación Pública Andaluza para la Investigación en Salud en 
Sevilla (FISEVI).

- Transformación de Desarrollo Agrario y Pesquero, S.A., 
en la Agencia de Gestión Agraria y Pesquera de Andalucía.

- Extinción del Instituto Andaluz de Reforma Agraria.
- Extinción de las Cámaras Agrarias de Andalucía. 
- Creación de la Empresa Pública para la Gestión del Tu-

rismo y del Deporte de Andalucía, S.A. por fusión de Turismo 
Andaluz, S.A. y Empresa Pública de Deporte Andaluz, S.A.

- Absorción por la Agencia de Servicios Sociales y Depen-
dencia de Andalucía de la Fundación Andaluza de Servicios 
Sociales y de la Fundación para la Atención a las Drogodepen-
dencias e Incorporación Social.

- Transformación del Instituto Andaluz de las Artes y las 
Letras en la Agencia Andaluza de Instituciones Culturales.

- Creación de la Agencia de Medio Ambiente y Agua de 
Andalucía por absorción de la Agencia Andaluza del Agua y de 
la Empresa de Gestión Medioambiental, S.A.

- Extinción por una comisión liquidadora de los Consorcios 
Unidades Territoriales de Empleo y Desarrollo Local y Tecnoló-
gico. El resultante de tal liquidación será objeto de traspaso, 
en los términos que se fijen por la citada comisión liquidadora 
y con carácter preferente al Servicio Andaluz de Empleo, para 
su aplicación a fines y servicios de las políticas activas de em-
pleo, y con carácter secundario, a las administraciones locales 
de ámbito territorial para su aplicación a fines y servicios de 
desarrollo local.

Asimismo, se adaptará la naturaleza y personalidad jurí-
dica de las agencias públicas, organismos autónomos y las 
entidades de derecho público a que hace referencia el artícu-
lo 6.1.b) de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía a las categorías que establece 
la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la 
Junta de Andalucía con la modificación introducida en el De-
creto-ley a que hace referencia el punto tercero del presente 
Plan de Reordenación del Sector Público.

Segundo. El proceso de reordenación que se acomete 
permitirá la simplificación de la estructura periférica de la Ad-
ministración Instrumental.

Ello supone que en los municipios donde existan varias 
sedes y subsedes de diversas entidades instrumentales, se 
tenderá a la concentración de las mismas en un único edificio 
obteniendo como ventajas:

a) Facilitar la prestación de servicios para la ciudadanía.
b) Una mayor eficiencia en el gasto de alquileres, así 

como en el mantenimiento de los edificios administrativos.

Con ello, se mantendrá la presencia institucional de la 
Junta de Andalucía en todos los municipios en los que actual-
mente se ubican tales centros descentralizados, pero su reubi-
cación unificada permitirá la mejor prestación de los servicios 
a la ciudadanía, a la vez que se producirá un importante aho-
rro de costes.

Tercero. El Plan de Reordenación del Sector Público 
atiende a la mejora del conocimiento y de la gobernanza del 
sector público.

Con este objetivo, el Consejo de Gobierno ya ha aprobado 
el Decreto 283/2010, de 4 de mayo, por el que se regula la 
adaptación de la información de recursos humanos y econó-
mico-financiera de las entidades instrumentales de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía para su integración, consoli-
dación o agregación con los datos de la Administración de la 
Junta de Andalucía.
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A ello se suma la tramitación y aprobación del Decreto-
Ley por el que se aprueban medidas urgentes en materia de 
reordenación del sector público, que establecerá los instru-
mentos normativos necesarios para el proceso de reordena-
ción del mismo, que permitirán realizar dicho proceso desde 
la mayor seguridad jurídica en la prestación de los servicios 
públicos y en sus relaciones con los terceros y con el personal 
del sector público. 

 CONSEJERÍA DE AGRICULTURA Y PESCA

ORDEN de 28 de julio de 2010, por el que se es-
tablecen las funciones, composición y régimen de fun-
cionamiento de la Comisión Liquidadora y se regula el 
procedimiento para la liquidación de los bienes, dere-
chos y obligaciones que constituyen el patrimonio de 
las extintas Cámaras Agrarias de Andalucía.

P R E Á M B U L O

El Decreto-Ley 5/2010, de 27 de julio, por el que se 
aprueban medidas urgentes en materia de reordenación del 
sector público, recoge, dentro de su Capítulo II «medidas 
sectoriales de organización», una sección dedicada a las me-
didas de organización del sector agrario y pesquero, entre 
las que se encuentra la extinción de las Cámaras Agrarias 
de cualquier ámbito territorial de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía.

En esta regulación se recoge que la total liquidación y 
adscripción del patrimonio de las Cámaras Agrarias y la ex-
tinción de las relaciones jurídicas vigentes se llevará a efecto 
por una comisión liquidadora cuyas funciones, composición y 
régimen de funcionamiento se determinarán mediante Orden, 
de acuerdo con lo dispuesto en la Disposición final primera 
del Decreto-Ley 5/2010, debiendo quedar constituida, a fin de 
iniciar los trabajos, en el plazo máximo de un mes desde la 
entrada en vigor de esta Orden, y debiendo culminar las ope-
raciones de liquidación en el plazo de un año a partir de la 
constitución de la misma.

Asimismo, en consonancia con lo dispuesto en la Disposi-
ción adicional única de la Ley 18/2005, de 30 de septiembre, 
por la que se deroga la Ley 23/1986, de 24 de diciembre, 
por la que se establecen las bases del régimen jurídico de 
las Cámaras Agrarias, se establece que este patrimonio de-
berá destinarse a fines y servicios de interés general agrario, 
incorporando una preferencia a favor de las Organizaciones 
Profesionales Agrarias más representativas en el ámbito terri-
torial de Andalucía en relación con el destino de las Cámaras 
Agrarias Provinciales.

Por último se establece la asunción de forma provisional 
por parte de la Consejería competente en materia de agricul-
tura, de los derechos y obligaciones de las entidades extingui-
das, con cargo a su haber, mientras se llevan a cabo todas las 
operaciones necesarias para la total liquidación y adscripción 
de su patrimonio.

Por otra parte esta Comunidad Autónoma tiene asumidas 
las competencias en la materia, en virtud del artículo 48 del 
Estatuto de Autonomía. Dichas competencias han sido asigna-
das a esta Consejería en virtud del Decreto 172/2009, de 19 
de mayo, por el que se establece la estructura orgánica de la 
Consejería de Agricultura y Pesca, en relación con el Decreto 
del Presidente 14/2010, de 22 de marzo, sobre reestructura-
ción de Consejerías.

Por todo ello, en cumplimiento de lo dispuesto en el artícu-
lo 15 del Decreto-Ley 5/2010, en ejercicio de las facultades 

de desarrollo reglamentario conferidas en el apartado 2.º de 
la Disposición final primera del mismo, y en virtud de lo dis-
puesto en el artículo 44.2 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, 
del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía,

D I S P O N G O

Artículo 1. Objeto.
La presente Orden tiene como objeto establecer las 

funciones, composición y régimen de funcionamiento de la 
comisión liquidadora prevista en el artículo 15 del Decreto-
Ley 5/2010, de 27 de julio, por el que se aprueban medidas 
urgentes en materia de reordenación del sector público, así 
como la regulación del procedimiento para la liquidación de 
los bienes, derechos y obligaciones de cualquier naturaleza 
que constituyen el patrimonio de las extintas Cámaras Agra-
rias de Andalucía.

Artículo 2. Comisión Liquidadora.
La Comisión Liquidadora, adscrita a la Consejería de Agri-

cultura y Pesca, será el órgano de asesoramiento y propuesta 
de la Junta de Andalucía para la fijación del destino del patri-
monio de las extintas Cámaras Agrarias y la liquidación de sus 
bienes, derechos y obligaciones.

Artículo 3. Composición.
1. La Comisión Liquidadora, que se constituirá en el plazo 

de un mes contado a partir de la fecha de entrada en vigor de 
esta Orden, estará formada por los siguientes miembros:

- La persona titular de la Viceconsejería de Agricultura y 
Pesca, que ejercerá la Presidencia.

- La persona titular de la Secretaría General del Medio 
Rural y la Producción Ecológica de la Consejería de Agricultura 
y Pesca.

- La persona titular de la Secretaría General Técnica de la 
Consejería de Agricultura y Pesca.

- La persona titular de la Delegación Provincial de la Conseje-
ría de Agricultura y Pesca que corresponda en función del ámbito 
territorial de las Cámaras Agrarias cuyo patrimonio se liquide.

- La persona que ejerza el cargo de Consejero Delegado 
de la Empresa Pública Desarrollo Agrario y Pesquero, S.A.

- La persona titular de la Coordinación de la Viceconseje-
ría de Agricultura y Pesca, que además ejercerá las funciones 
de secretaría de la Comisión. 

- Una persona en representación de cada una de las Or-
ganizaciones Profesionales Agrarias más representativas en el 
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Para cada miembro se nombrará una persona suplente 
que será designada por el órgano, entidad u organización a la 
que represente.

Artículo 4. Régimen de funcionamiento.
1. La Comisión Liquidadora realizará las propuestas de 

los actos de administración que sean necesarios para cumplir 
las funciones atribuidas en esta Orden y demás disposiciones 
aplicables. Dichas propuestas serán elevadas con el voto favo-
rable de la mayoría de sus miembros, para su posterior apro-
bación si procede, por la persona titular de la Consejería de 
Agricultura y Pesca.

2. La organización y funcionamiento de esta Comisión, en 
lo no previsto en esta Orden, se regulará por las normas pre-
vistas para los órganos colegiados en la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y la Ley 
9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de 
Andalucía.


